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			Los gobiernos de divisa

			(1865-1872)

			Admitido —y no por todos— el estrepitoso fracaso de la política de fusión, el país vivió un período signado por la exacerbación de las pasiones partidistas y la presencia de gobiernos definidos como colorados y, en mayor o menor medida, exclusivistas e intolerantes. Esta etapa de la vida nacional ocupó la dictadura de Venancio Flores (1865-1868), durante la cual se produjo la intervención del país en la Guerra de la Triple Alianza (1865-67; Flores dirigió personalmente las tropas orientales en ese conflicto, y en su ausencia el Poder Ejecutivo fue ocupado interinamente por el doctor Francisco A. Vidal (1)); el interinato de Pedro Varela (2) (febrero-marzo de 1868), la presidencia del general Lorenzo Batlle (3) (1868-1872) y el gobierno interino de Tomás Gomensoro (4) (1872-73), durante el cual se llegó al primer acuerdo de coparticipación de los partidos en el poder. Hubo en estos años momentos de tranquilidad y paz alternados con otros de extrema violencia; estos últimos culminaron el 19 de febrero de 1868, día en que murieron Venancio Flores y Bernardo Berro en medio de una revolución dirigida por este último y que es considerado el más sangriento de nuestra historia. En los primeros dos años del período, Uruguay tuvo un desarrollo económico acelerado que, como otras veces, desembocó en una honda crisis, en 1868.

			La característica central de este tiempo fue la ocupación de todo el aparato estatal por el Partido Colorado y, especialmente después de 1868, la práctica ilegalización del Partido Blanco, que acudió dos veces a las armas: en 1868, sin éxito alguno, y en 1872, cuando el caudillo Timoteo Aparicio comenzó la llamada “Revolución de las Lanzas”, que culminó con el acuerdo de paz del 6 de abril de 1872. Durante estos años comenzó a pesar en la vida política una nueva y brillante generación de universitarios que fueron conocidos como los “principistas” y que procuraban encarrilar la marcha del país a través del estricto respeto a la ley y la Constitución. Muchos de ellos eran de filiación colorada y se opusieron al monopolio del poder instaurado por los sectores caudillistas de ese partido, lo que los llevó con frecuencia a actuar en colaboración con los blancos de su misma tendencia en un combate común contra las viejas y primitivas formas de ejercer la autoridad.

			LA GUERRA DE LA TRIPLE ALIANZA

			Venancio Flores tomó el poder con el compromiso de convocar a elecciones generales de inmediato, pero no lo hizo, sin duda por las ataduras que le habían generado los apoyos de Brasil y Argentina durante su “cruzada libertadora”. Prolongó su gobierno inconstitucional hasta 1868, año en que debía finalizar el mandato del sucesor de Bernardo Berro. Sus primeras medidas fueron derogar el decreto de Aguirre que había anulado los tratados de 1851, cuya vigencia total fue restablecida, y declarar “Mártires de la Patria” a los ejecutados en Quinteros en 1858. Este cambio respecto a aquellos cuya aventura se había negado a acompañar, calificándola de “chirinada”, es significativo en cuanto a la sorprendente metamorfosis del caudillo, que de ser el “conciliador” se puso al frente de una revolución partidista cargada de intolerancia, hasta el extremo de comprometer la independencia nacional. Fue el precio —pesadísimo— que tuvo que pagar para poder seguir liderando su partido y evitar las acusaciones de deserción e indiferencia ante la suerte de sus compañeros de divisa.

			El 1º de mayo de 1865 se firmó el acuerdo llamado de la Triple Alianza entre los gobiernos de Brasil, Argentina y Uruguay, con carácter secreto. Los tres signantes sostenían que “la paz, la seguridad y bienestar” de esas naciones estaban comprometidas mientras “el actual gobierno del Paraguay exista” y que era una “necesidad imperiosa” hacerlo desaparecer. Se convenía hacer la guerra a ese gobierno “con todos los medios que sean necesarios” y se decidía que el mando supremo de las fuerzas aliadas estaría a cargo del presidente argentino, general Bartolomé Mitre. La escuadra fluvial sería la que comandaba el Barón de Tamandaré. Se comprometían a no llegar a ningún acuerdo de paz sino en conjunto y hasta no haber derrocado al gobierno paraguayo. Se aclaraba, eso sí, que la guerra que se iba a desatar no era “contra el pueblo del Paraguay sino contra su gobierno” y se garantizaba “la independencia e integridad” de ese país. El nuevo gobierno que sucedería al de López debía garantizar a los firmantes la libre navegabilidad de los ríos Paraná y Paraguay y hacerse cargo de la compensación que correspondiera por gastos de guerra. Firmaban el tratado el canciller de Flores, Carlos de Castro, su colega argentino Rufino de Elizalde y el brasileño F. Octaviano de Almeida Rosa. Para ese entonces la guerra ya había comenzado.

			Sobre el Paraguay previo a la Guerra de la Triple Alianza hay dos bibliotecas radicalmente enfrentadas. Para la historiografía liberal, expresada en el Plata por los historiadores de filiación unitaria y colorada, se trataba de una dictadura sanguinaria y retrógrada, en la que no se respetaban los derechos humanos más elementales, en la que la población no tenía participación alguna en la vida política y que funcionaba en los hechos como una monarquía absoluta, en la que no se alentaba la iniciativa individual en la economía y que gastaba ingentes cantidades en armamento y aprestos bélicos, por lo que significaba una amenaza para la seguridad de toda el área. Los historiadores revisionistas —federales en la Argentina, blancos en el Uruguay— se sitúan en el otro extremo y tienden a dar una visión idealizada del Paraguay de ese tiempo, casi como si se tratase de una suerte de paraíso terrenal. Destacan el desarrollo industrial —incluso metalúrgico— logrado por el propio esfuerzo, sin dependencia del extranjero, la explotación colectiva de la tierra (en las llamadas “estancias de la Patria”), la alfabetización de la enorme mayoría de la población, la escasa diferencia de nivel de vida entre los más ricos y los más pobres, los mínimos índices de delincuencia y la formación del ejército más poderoso del subcontinente. El conflicto, según esta visión, se vincula al proyecto de Inglaterra, y otras naciones europeas, consistente en dejar a América Latina como territorio proveedor de materias primas y consumidor de los productos manufacturados de aquel origen, base esencial de la actual dependencia económica. Para estos historiadores, los gobernantes paraguayos llevaron muy lejos el proyecto de desarrollo nacionalista e independiente —en el sentido de no-dependiente— que apuntaron Artigas y Rosas con su proteccionismo.

			Aunque no lo digan expresamente, la violenta destrucción del Paraguay está de alguna forma justificada para los primeros; para los revisionistas, en cambio —y para muchos que no lo son— se trató de una guerra de agresión injustificada, abusiva y criminal, que echa un baldón sobre la historia de los agresores. (5)

			Francisco Solano López se propuso romper el aislamiento (en parte autoimpuesto y en parte producto de factores geopolíticos; Paraguay necesitaba una salida al mar a través de los ríos y ni Brasil ni la Argentina estaban dispuestos a facilitársela gratuitamente) y vincular su economía a las corrientes internacionales, para lo que le era imprescindible garantizar el acceso a los océanos a través de los ríos. De temperamento autoritario y fuerte egolatría, se consideraba una especie de Napoleón III (a quien había conocido en Francia y a quien imitaba en sus modos y uniformes), gobernaba de hecho como un monarca y se propuso forzar la salida al mar por las buenas o por las malas, por lo que se preocupó de fortalecer constantemente su capacidad militar. Sus acorazados de río aumentaban en número y poderío, y la fortaleza de Humaitá, que custodiaba la entrada a Asunción, se consideraba poco menos que inexpugnable. Cuando el aislamiento dio paso a una actitud agresiva, Paraguay comenzó a ser mirado como una amenaza real y concreta que había que destruir. La falta de tacto diplomático de López y su personalidad exaltada dieron los pretextos adecuados para la intervención.

			López mantenía buenas relaciones con el gobierno blanco de Bernardo Berro, y la formación de un eje político Asunción-Montevideo preocupaba tanto a brasileños como a argentinos; ésta fue una de las causas del apoyo que los gobiernos de esos países dieron a la “Cruzada Libertadora” de Venancio Flores: Uruguay, con nuevo gobierno, no sólo no sería aliado del Paraguay sino que podía participar en la guerra que se preparaba. Cabe consignar que a nuestro país la política paraguaya no le convenía ni le dejaba de convenir, y que no tenía agravios ni entredichos con esa república; si hubo un hecho injustificado en la historia nacional, ese fue sin duda la participación oriental en la Guerra de la Triple Alianza. Como ya se ha dicho, es el precio que debió pagar Flores por los apoyos recibidos en su combate por el poder.

			Cuando se produjo la intervención masiva de tropas brasileñas en Uruguay, durante el gobierno interino de Aguirre, el ministro Antonio de las Carreras pidió el apoyo paraguayo, y Solano López advirtió que la integridad e independencia de Uruguay era, en su opinión, decisiva para el equilibrio del área. En cumplimiento de esta amenaza, en noviembre de 1864 capturó el barco brasileño Marqués de Olinda, que navegaba aguas paraguayas. Cuando Brasil preguntó el porqué de esa actitud López respondió, a través de su ministro de Asuntos Exteriores José Berges, que su país “obraba con el mismo derecho que Brasil al ocupar territorio oriental”. Era el inicio de la guerra, desde luego; en diciembre de 1864, mientras Paysandú resistía el sitio, las tropas paraguayas invadieron Brasil y ocuparon la ciudad de Columbé, además de varias plazas fortificadas. Pero para invadir el Brasil en toda regla, López necesitaba autorización para atravesar territorio argentino por las provincias de Misiones y Corrientes. El gobierno de Mitre negó esa autorización, al tiempo que concedía a los barcos brasileños permiso para navegar aguas argentinas. Ante esta circunstancia, en marzo de 1865 el Congreso del Paraguay (que era dócil instrumento en manos de López) declaró la guerra al gobierno argentino. El 13 de abril de 1865 se inició el ataque paraguayo a Corrientes, y la capital provincial fue ocupada. El 1º de mayo, como ya se ha dicho, se firmó el Tratado de la Triple Alianza ¿tuvo realmente Inglaterra intervención directa en la génesis del conflicto? Éste es uno de los aspectos más polémicos del mismo. La versión revisionista ha tendido no sólo a sostener que sí, sino a responsabilizar a la gran potencia por el estallido de la guerra. Según este punto de vista, el “modelo paraguayo” contradecía el esquema de dependencia elaborado por las autoridades británicas, y esta nación habría influido de manera preponderante en la destrucción del mismo; la guerra del Paraguay habría sido entonces producto esencial de una provocación imperialista, a la que los gobiernos de Brasil, Argentina y Uruguay se habrían prestado. El historiador brasileño Francisco Doratioto, autor de un libro sobre estos hechos titulado Maldita guerra, asegura, en cambio, que esa versión no se sostiene y que carece del mínimo sustento documental.

			Para el revisionismo —afirma— estos dos países —Argentina y Brasil— habrían sido manipulados por intereses de Gran Bretaña —que era la mayor potencia capitalista de la época— para aniquilar el desarrollo autónomo paraguayo y abrir un nuevo mercado consumidor para los productos británicos y proveedor de algodón para las industrias inglesas, pues la provisión de esa materia prima se había visto perjudicada por la Guerra de Secesión norteamericana. Estos argumentos no tienen sustento fáctico. El mercado consumidor paraguayo era diminuto debido a la falta de poder adquisitivo de la población y aun así estaba abierto a la importaciones. En cuanto al algodón, la Guerra del Paraguay comenzó cuando ya había terminado la lucha norteamericana, sin que en el lapso de ese conflicto Gran Bretaña hubiese encarado cualquier iniciativa para obtener algodón paraguayo. Además, desde 1860 las necesidades de la industria textil británica estaban cubiertas por la compra de algodón en Egipto. […] Hasta 1865 las relaciones del Paraguay con Gran Bretaña no se habían caracterizado por un exceso de cordialidad. Sin embargo, eso y mucho más podría decirse del Imperio [del Brasil], que incluso rompió relaciones diplomáticas con Londres en 1863 […] Fue justamente ese país europeo (Gran Bretaña) el que más se capitalizó con el auge económico paraguayo de la preguerra; los proyectos de infraestructura guaraní fueron atendidos por bienes de capital ingleses y la gran mayoría de los especialistas que los implementaron era británica. […] El gobierno británico incluso llegó a tomar una iniciativa desfavorable para la causa aliada, ya que el 2 de marzo de 1866 presentó ante su Parlamento el tratado completo por el cual se constituyó la Triple Alianza, el cual hasta ese momento era secreto. […] Cuando se rompieron las relaciones entre el Paraguay y el Imperio, Edward Thornton, representante británico en Argentina y también en el Paraguay, intentó evitar el comienzo de la guerra entre los dos países.

			Más allá de que el tema sigue abierto y da lugar aún a fuertes controversias, la argumentación de Doratioto parece convincente. Se vivía la época de la “Pax Británica”, y el interés permanente de la gran potencia era el de sostener, en toda su zona de influencia, los equilibrios de manera de mantener la paz que permite el comercio. Esa política fue la que provocó, en 1828, la constitución del Uruguay independiente; no hay razón para pensar que hubiese variado tanto en 1865. La Guerra de la Triple Alianza, la más terrible de todas las que se han librado en América del Sur, fue básicamente una consecuencia de rivalidades propias del área y de la siempre difícil etapa de consolidación de los Estados nacionales.

			La guerra —concluye el citado historiador— fue el resultado de las contradicciones platinas (cristalizadas) en torno de la guerra civil uruguaya, que comenzó con el apoyo del gobierno argentino a los sublevados, y en la cual también intervinieron el Brasil y el Paraguay. […] Aquí no existen “buenos” y “malos”, como quiere el revisionismo infantil, sino intereses. […] Para Solano López era la oportunidad de ubicar a su país como potencia regional y de tener acceso al mar por el puerto de Montevideo gracias a una alianza con los blancos uruguayos y los federales argentinos representados por Urquiza; para Bartolomé Mitre era la forma de consolidar el Estado centralizado argentino, eliminando los apoyos externos que recibían los federales de parte de los blancos y de Solano López; para los blancos, el apoyo militar paraguayo contra los argentinos y los brasileños lograría impedir que sus dos vecinos continuasen interviniendo en el Uruguay; para el Imperio, aunque la guerra contra el Paraguay no era esperada ni deseada, en sus comienzos se pensó que la victoria brasileña sería rápida, que pondría fin al litigio fronterizo entre los dos países y a las amenazas a la libre navegación.

			Las tropas aliadas, al mando de Mitre, obtuvieron algunas victorias iniciales, que llevaron a que muchos creyeran que la proclama del presidente argentino podría realizarse: “en tres meses, en Asunción”. Tamandaré derrotó a la flota paraguaya en Riachuelo (11 de junio), al sur de Corrientes, y el 17 de agosto Flores derrotó al comandante paraguayo Duarte en Yatay. En septiembre se tomó la ciudad de Uruguayana, primera acción en la que participaron los tres jefes de Estado (Flores, Pedro II y Mitre). Pero lo que parecía ser una victoria relámpago se empantanó en los espesos esteros paraguayos, y pronto se hizo evidente que el conflicto iba a durar mucho más de lo que el optimista Mitre (y Tamandaré, que decía, mirando las fortificaciones de Asunción: “Eu vou descangalhar tudo isso em duas horas”) había calculado.

			La guerra fue terrible por el encarnizamiento y los rigores del clima. Los sucesivos enfrentamientos militares, sin ser decisivos, fueron minando la resistencia paraguaya: Estero Bellaco, Tuyutí, Yataity-Corá, Coruzú, Corumbé y la batalla indecisa de Boquerón (18 de julio de 1866), donde murió combatiendo el coronel León de Palleja; sus compañeros rescataron el cadáver y le rindieron honores militares en medio de las balas. Los paraguayos, por su parte, obtuvieron la brillante victoria de Curupaytí (22 de septiembre de 1866), que costó a los aliados más de diez mil muertos y determinó la sustitución de Bartolomé Mitre como jefe militar de la coalición por el Barón de Caxías.

			Como en un catálogo se vieron todas las miserias de la guerra: hospitales arrasados, heridos degollados, cauces de agua envenenados, prisioneros obligados a luchar contra sus compatriotas, adolescentes vendidos como esclavos a Brasil. Entre las armas del ejército vencedor se contó un globo aerostático, que iba haciendo croquis de las posiciones paraguayas sin poder ser alcanzado por las balas.

			Las tropas orientales fueron las más sacrificadas y las que menos tenían para ganar. Lucharon siempre en vanguardia, bajo las órdenes de Flores, de Enrique Castro, de Gregorio Suárez y de León de Palleja. Viendo lo poco que se consideraba la vida de sus soldados orientales, Venancio Flores se retiró cuando las circunstancias se lo permitieron; después de una entrevista entre Flores, López y Mitre (12 de septiembre de 1866), en la que fracasó una tentativa de paz (y durante la cual el caudillo oriental y el presidente paraguayo intercambiaron duros reproches), y del desastre de Curupaytí, Flores regresó a Uruguay y fue trayendo de a poco sus tropas. Mitre, por su parte, debió partir a sofocar la rebelión de algunos caudillos federales que se sublevaron en apoyo del Paraguay (Felipe Varela el más importante). Los aliados quedaron reducidos a las tropas brasileñas con algunos refuerzos, pero su abundancia de recursos y el desgaste del ejército paraguayo permitieron un lento aunque seguro avance. En octubre de 1868 fue ocupada y destruida la fortaleza de Humaitá; en enero de 1869, después de la victoria de Lomas Valentinas, los aliados ocuparon Asunción, pero López siguió resistiendo hasta el final. Por entonces el presidente paraguayo, cuyo heroísmo está más allá de cualquier polémica, había dado muestras de un creciente desequilibrio; ordenó la ejecución de su hermano Benigno, del obispo de Asunción Palacios, de su canciller José Berges y del ex ministro uruguayo Antonio de las Carreras, que después de la derrota se había refugiado en Paraguay. Viendo conspiradores por doquier, López llegó a permitir que torturaran a su hermano Venancio —que murió “pidiendo agua como un perro”, al decir del historiador paraguayo Arturo Bray—, a su madre y a una de sus hermanas, a las que condenó a muerte, aunque finalmente no fueron ejecutadas. Por fin, el presidente paraguayo murió el 1º de marzo de 1870 en el arroyo Aquidabán, luchando al frente de batallones de adolescentes. “Muero con mi patria”, fueron sus últimas palabras.

			Las consecuencias de la guerra resultaron terribles: de un millón y medio de habitantes que tenía Paraguay sobrevivieron apenas 250.000, casi todos mujeres y niños. La población viril fue exterminada. El país subsistió como tal, pero perdió parte del Mato Grosso y de la actual provincia de Misiones, vio destruida su industria y sus fortificaciones y debió comenzar a reconstruirse desde cero.

			Para Uruguay la aventura sólo dio pérdidas de vidas humanas, recursos y prestigio, sin compensación de tipo alguno. Los militares que regresaron lo hicieron imbuidos de un nuevo espíritu de cuerpo que se traduciría rápidamente en su intervención, como instituto armado, en la vida política: se habían sembrado los gérmenes del militarismo.

			LA DICTADURA DE VENANCIO FLORES

			Pasados los primeros días desde la toma del poder, en los que Flores adoptó personalmente algunas medidas de gobierno —restablecimiento de los tratados de 1851, glorificación de los muertos en Quinteros, anulación del decreto de expulsión de los jesuitas aprobado por el gobierno de Pereira— la actividad militar adquirió un protagonismo absoluto y el caudillo marchó al frente de sus tropas a sumarse a la Guerra de la Triple Alianza. La presidencia quedó entonces en manos del doctor Francisco A. Vidal —que había sido nombrado ministro de Gobierno—, hasta el regreso definitivo de Flores, en octubre de 1866. Éste siguió actuando al margen de la Constitución, con el título de gobernador provisorio, hasta el 15 de febrero de 1868, cuando, después de convocar a elecciones, entregó el mando al entonces presidente del Senado, Pedro Varela.

			Flores había anunciado su intención de gobernar respetando los derechos individuales, pero cumplió sólo a medias estos propósitos. Efectivamente, la dictadura no persiguió a nadie por razones políticas y los jefes blancos vivieron tranquilamente en sus casas; el dictador nombró incluso ministro de Hacienda a Juan Ramón Gómez, hermano de Leandro, el héroe de Paysandú. Pero la administración pública fue copada por el Partido Colorado. Los funcionarios blancos fueron destituidos y se siguió, en la provisión de todos los cargos, una política rígidamente partidista.

			Pese a los problemas financieros que se comentarán más adelante, los años de la dictadura de Flores fueron de desarrollo y expansión económica. Esto fue posible en parte por la propia guerra del Paraguay, que dio impulso a la industria textil (uniformes y prendas de abrigo para los soldados) y por un aumento constante de las exportaciones. Las reservas ganaderas comenzaron a aumentar nuevamente, después de los años de guerra, y en Montevideo se desarrolló un auge de la construcción de lujo al que se debieron, entre otros edificios, la capilla Jackson, el Hotel Oriental (150 habitaciones) y las grandes casas quintas del Prado. En 1865 se había fundado el primer sindicato nacional, la Unión de Tipógrafos.

			Los progresos materiales fueron notables: en 1866 se instaló la primera línea de telégrafo (Montevideo-Buenos Aires):

			…los paisanos escuchaban el ruido del viento que silbaba entre los hilos —recordaba un contemporáneo— y se les antojaba que eran las voces que corrían contando los ganados, contando los mozos para la leva, y pronto odiaron mortalmente a aquel intruso (Silvia Rodriguez Villamil, “Las Mentalidades dominantes en Montevideo”, EBO 1968. Citado por Carlos Machado, “Historia de los Orientales”).

			En 1867 se inauguró el ferrocarril, con el tramo Montevideo-Las Piedras; lo instalaron capitales nacionales (Daniel Zorrilla, Senén Rodríguez, Juan Miguel Martínez) y sólo en 1872 lo adquirieron inversionistas británicos.

			El terror de los ganados chúcaros que huían campo afuera al sentir los bufidos de la locomotora, el incendio de los pastizales secos por el sol del verano […], el corte de los alambrados por aquel viajero incansable y caprichoso, que no torcía el rumbo, a quien ninguna valla detenía, la muerte de la diligencia y las carretas… (misma fuente de la cita anterior).

			evocaba Carlos Real de Azúa. Justus von Liebig, un noble alemán, había dado su nombre al primer establecimiento de extracto de carne, instalado en Fray Bentos, y la ciudad vivía un proceso de auge económico extraordinario, una de cuyas consecuencias fue la instalación del alumbrado eléctrico, un año antes que en Montevideo. El ingreso per cápita de los uruguayos era más del doble del de Estados Unidos y la inmigración hacía que la población creciera de manera sostenida.

			Este panorama optimista, casi de euforia, encerraba el germen de la debacle de 1868; el crecimiento de la deuda pública y la inflación —producto de la especulación, incluso con artículos de primera necesidad— fueron en aumento, y hubo una total carencia de previsión en los gastos públicos y privados, empleando en la importación de artículos suntuarios recursos que pudieron y debieron tener un destino más prudente. En la campaña los buenos tiempos se vieron afectados por la carencia de orden y la delincuencia desatada, que el gobierno no hizo nada para contener. La falta de una autoridad fuerte, en especial durante los años en que Flores permaneció en el Paraguay, llevaron a que los caudillos colorados actuaran casi como señores feudales en sus respectivos territorios; en Soriano, por ejemplo, Máximo Pérez procedía con total independencia del gobierno de Montevideo, en un estilo que dejaba escaso lugar a disidencias (“Máximo Pérez escupió en el suelo y conminó: “Antes de que se seque esta escupida el asunto tiene que estar terminado”. Y en 1868, al presidente Lorenzo Batlle: “Repito a Su Excelencia que debe morigerarse, pues de lo contrario me he resuelto a derrocarlo a balazos” —ambas actitudes están recogidas por Washington Lockhart en su libro Máximo Pérez, caudillo de Soriano). En Montevideo y Canelones, los hijos de Flores (Fortunato, Eduardo y Segundo, o Secundino) procedían como los príncipes de una monarquía y se permitían todo tipo de abusos con absoluta impunidad:

			No tardó el joven “Pachá de Canelones” —Fortunato, que era jefe político de ese departamento— en incurrir en tremendos desmanes, apaleando con sus propias manos a un español y encadenando a otro por un atraso de minutos en un pago. Hazaña que superó Eduardo a los pocos días, intentando apuñalar al jefe político de Montevideo porque le impedía apalear y encarcelar gente a su gusto [Washington Lockhart, Venancio Flores, un caudillo trágico].

			En materia internacional la administración de Flores mostró, ante las exigencias del extranjero, tanta docilidad como firmeza habían exhibido los gobiernos de Berro y Aguirre: eximió del pago de tasas a los barcos brasileños que compraran mercaderías en territorio nacional, cedió ante las presiones de Francia —que exigía compensaciones económicas por lo que consideraba “daños de guerra”—, y permitió que la flota española que marchaba hacia Chile con fines agresivos se aprovisionara en Montevideo.

			La crisis financiera

			Sin duda forzado por las circunstancias, Flores había concedido privilegios al Banco de Mauá, que se había convertido en acreedor del gobierno por grandes cantidades. Eran tiempos de expansión y, al abrigo de los mismos y de un gobierno extremadamente liberal, se fundaban nuevos bancos, algunos de ellos (como los preexistentes Banco Comercial y Banco de Mauá y el recién instalado Banco de Londres) con el privilegio de emitir moneda. Estas entidades financieras, y en especial la de Mauá, emitían una cantidad de billetes muy superior a su capacidad de responder en oro, lo que creaba una situación de gran peligro. En el caso del mencionado banquero brasileño esta política se debía en parte a las constantes necesidades del Estado, al que financiaba con billetes escasos de respaldo.

			El 11 de mayo de 1866 se produjo en Inglaterra una fuerte crisis bancaria (el “viernes negro”) que determinó el quiebre de varias instituciones y repercutió en todo el mundo. Al saberse la noticia en Montevideo, durante el mes de junio, hubo una corrida hacia los bancos; todo el mundo quería convertir sus billetes en monedas de oro. Para evitar la quiebra general, el gobierno decretó el 20 de junio de ese mismo 1866 el curso forzoso, vale decir, la autorización a los bancos de no convertir su moneda en metal y la obligación forzosa de aceptar estos billetes por los particulares; la medida fue adoptada por seis meses. Fue resistida por los importadores, que se veían sin recursos para comerciar con el extranjero, y por el Banco Comercial, que la consideraba injusta porque decía tener respaldo para todos los billetes que emitiera. La medida se mantuvo hasta el 1º de diciembre de 1866, cuando se decretó la reconversión; pero la crisis no cayó en saco roto, y algunas casas bancarias comenzaron a sacar cantidades de oro al exterior. La crisis de 1868 estaba servida.

			La “conspiración de la mina”

			El 30 de junio de 1867 la policía descubrió un túnel que, partiendo de una casa vecina al Fuerte (la sede del gobierno), terminaba exactamente debajo del despacho en el que trabajaba el gobernador provisorio Venancio Flores. Allí se habían colocados dos barriles de pólvora que, de haber explotado, hubieran seguramente costado la vida al caudillo. Los autores de la obra eran dos ingenieros austríacos de apellido Neumayer, quienes dijeron que habían sido contratados para realizarla —ignorando por supuesto el propósito— por un notorio militar colorado, Eduardo Bertrand, personaje de la mayor confianza del general Gregorio Suárez. Se trataba, indudablemente, de un atentado contra la vida de Flores, quien en ese momento estaba fuertemente enemistado con el “Goyo Jeta” por haber negado apoyo a su pretendida candidatura presidencial. Bertrand logró escapar a Buenos Aires, pero Suárez y sus principales subalternos (Lucas Bergara, Márquez, Torres, etcétera) fueron detenidos como sospechosos. Sometidos a juez, éste los puso en libertad por falta de pruebas. La única medida que adoptó Flores fue contra Suárez, y muy discreta: le prohibió salir de Montevideo. Dado lo que acontecería después, el antecedente cobró una trascendencia inesperada.

			EL 19 DE FEBRERO DE 1868

			De acuerdo al plan de normalización política de Flores, el 27 de noviembre de 1867 se realizaron elecciones generales y se restableció el Parlamento. A las mismas no concurrieron los blancos, que proclamaron la abstención por falta de garantías. Fueron, por lo tanto, unas Cámaras integradas sólo por colorados.

			El caudillo había anunciado que el 15 de febrero entregaría el poder al presidente del Senado, a la sazón el joven comerciante Pedro Varela. Pero sus hijos Eduardo, Fortunato y Segundo no estaban en absoluto de acuerdo con esa decisión, y se mostraban cada vez más levantiscos ante su propio padre. Por otra parte, los blancos, encabezados por Bernardo Berro, estaban dando claras señales de que no permitirían por más tiempo su marginación del poder. Así entró el tórrido verano de 1868, con Montevideo sometida a una terrible epidemia de fiebre amarilla que mató a más de 2.000 personas.

			El 6 de febrero, Eduardo y Fortunato Flores, al mando de las tropas que comandaban, se declararon en rebeldía contra su propio padre y exigieron su continuidad, o, al menos, su presentación como candidato presidencial. El caudillo se negó en redondo, pues tenía decidido regresar a Entre Ríos a hacerse cargo de sus negocios; en todo caso, ya había demostrado que ello no le impediría regresar si lo consideraba necesario. Pero sus vehementes hijos, temerosos de perder sus privilegios, lo acusaron de traidor, sacaron las tropas a la calle y ocuparon el Fuerte y el Cabildo. Venancio, seguramente con el corazón deshecho pero dispuesto a hacerse obedecer, marchó a la Unión, reclutó 600 soldados y avanzó sobre la capital. Eduardo y Fortunato, sin apoyos, negociaron rápidamente una amnistía para sus hombres y se exiliaron. Flores ordenó que fueran desterrados inmediatamente, al tiempo que disolvía sus batallones.

			El 15 de febrero Flores cesó en el mando y entregó el poder a Pedro Varela, que debía conservarlo hasta el 1º de marzo, cuando entraría en funciones el nuevo presidente constitucional. Pero ya en esos días era evidente la actividad conspirativa de Bernardo Berro, el antiguo fusionista enemigo de las divisas, que después de la “Cruzada Libertadora” había reasumido su militancia blanca y, con más de 60 años, se mostraba extraordinariamente activo e inquieto. Ese mismo 15 de febrero asistió a la apertura de las Cámaras y luego mantuvo, a ojos vista, una reunión en un café con destacadas figuras blancas, en actitud abiertamente revolucionaria. Cabe señalar que, a esa hora, Flores ya no gobernaba el país, y que antes de dejar el poder había dado a Berro garantías de que nadie actuaría contra su persona. Curiosa relación la de estos dos hombres, ferozmente enfrentados, que se mostraron siempre un respeto personal muy parecido al afecto.

			Los cuatro días que transcurrieron entre el 15 y el 19 fueron de extraordinaria tensión: la epidemia de fiebre amarilla arreciaba, las familias pudientes se iban de la capital hacia el interior en busca de mejores aires y había una calma que anunciaba la tormenta. Francisco Caraballo, a la sazón jefe de Estado Mayor del Ejército por decisión de Flores, pero muy ligado a Gregorio Suárez, acudió a casa del caudillo, que preparaba sus maletas para viajar a Entre Ríos. Con palabras dramáticas le dijo que tenía información de que los blancos preparaban un asalto al poder, y le pidió autorización para tomar medidas. “No le temo a los blancos —respondió Flores—. Ustedes son los que conspiran, y tampoco les temo.” “Como quiera —respondió Caraballo— pero lo que es a mí no me matarán como un perro.” Y se marchó.

			El día 19 a las dos de la tarde, en medio de un calor insoportable, Berro inició su aventura revolucionaria. El plan preveía un ataque simultáneo a seis objetivos: el Fuerte, que debía ser capturado por una fuerza comandada por el propio Berro; el Cuartel de Dragones, que debía ser tomado por el coronel Senén Freire; la Fortaleza de San José y tres comisarías de particular importancia, situadas en Manga y Carrasco, que debían ocupar el mayor León Mendoza, Justino Jiménez de Aréchaga y Bernardo Gervasio Berro, hijo del líder blanco. Los caudillos blancos Baztarrica y Timoteo Aparicio esperaban a las puertas de Montevideo para entrar en acción cuando recibieran instrucciones.

			Al sonar la segunda campanada de la Catedral estalló la revuelta. El coronel Senén Freire avanzó por la calle Sarandí al grito de “¡Vivan los blancos! ¡Viva el Paraguay!”; su objetivo era tomar el Cuartel de Dragones, que estaba sobre la propia calle Sarandí, mientras otro grupo, encabezado por el propio Berro, atacaba el Fuerte de Gobierno, sobre la actual plaza Zabala. El coronel Olave, gubernista a cargo del Cuartel de Dragones, resistió con éxito el empuje y pronto el intento se vio hundido en el naufragio. Senén Freire cayó muerto de un bayonetazo asestado por el propio Olave, quien recuperó el control de la unidad. De inmediato ordenó que avisaran al general Flores de los acontecimientos y salió con sus tropas hacia el Fuerte, donde Berro, que lo había tomado provocando la fuga despavorida de Pedro Varela, esperaba la llegada de refuerzos. Cuando el ex presidente vio que quienes se aproximaban no eran sus aliados sino tropas enemigas, salió a pie, armado con una pistola y una pequeña lanza, rumbo al puerto, con miras de refugiarse en un barco extranjero. Al fallar el contacto que debía trasladarlo hasta allí enfiló por la calle Cámaras (hoy Juan Carlos Gómez) hacia el norte y procuró amparo en casa de su pariente Pedro Berro, en las actuales Reconquista y Brecha, pero la puerta permaneció cerrada; los derrotados no tienen amigos. Dejó, probablemente, sus armas allí y continuó su marcha hasta la calle Buenos Aires. Tomó por Reconquista y, al cruzar una esquina, vio que el comisario Leonardo Mayobre y un policía aguardaban a alguien. Se tocó el sombrero en señal de saludo y continuó; los aludidos respondieron brevemente; no lo habían reconocido. Un poco más adelante se cruzó con Carrillo, un fabricante de cigarros de filiación colorada, y lo ignoró, temiendo lo peor. En efecto, Carrillo, que bien lo conocía, apresuró el paso y vio que el comandante Manuel Lasota venía corriendo por la acera de enfrente; aquél cruzó la calle y le dijo: “Berro acaba de dar vuelta la esquina”. Galvanizado, Lasota corrió hacia Mayobre y le comunicó la nueva: “¡Ese que pasó es Berro!” Siguió una carrera, una poderosa voz de alto, y el fugitivo, sin huida posible, se entregó. Eran las cinco y media de la tarde.

			Mientras tanto, Venancio Flores, al corriente de la sublevación, preparó su carruaje y salió de su casa hacia el Cabildo. Con él viajaban su secretario personal, Amadeo Errecart, y dos empresarios que circunstancialmente estaban con él, Antonio Márquez y Alberto Flangini, amigo íntimo del caudillo. Entraron desde Florida con dirección a Rincón, sólo para caer en una trampa mortal. En el cruce de Ciudadela y Rincón se había volcado una carreta y el paso estaba interrumpido; cuando el carruaje se detuvo, un grupo de enmascarados comenzó a disparar a mansalva contra sus ocupantes y mató al conductor. Los viajeros abandonaron a toda prisa el vehículo y huyeron, pero Flores, aturdido por un golpe, no pudo salir y fue acribillado a balazos a través de la ventanilla. En un último esfuerzo logró bajarse, ya malherido, intentando una fuga imposible; cayó de rodillas sobre la acera y fue ultimado a puñaladas. El padre Soubervielle, que pasaba casualmente por el lugar, le dio la extremaunción.

			“¡Mataron a Venancio Flores!”, fue el grito que se extendió por toda la ciudad. Cuando quienes conducían a Berro llegaron al Cabildo, comenzaron los insultos y los intentos de agresión. El historiador Jorge Pelfort tiene en su archivo una carta de Carlos Bustamante, colorado, sobrino de la esposa de don Bernardo —Práxedes Bustamante—, que fue testigo presencial de los hechos y trató de proteger a su tío político. Escribiendo a su hermano Manuel, hijos ambos de Manuel Basilio Bustamante, que era hermano de Práxedes, Carlos narra estremecedoramente el momento de la llegada del ex presidente al Cabildo, aún entero, tocado con sombrero de copa, y cuenta que mientras él trataba de protegerlo de los que querían agredirle, junto al joven Julio Herrera y Obes (6), José Cándido Bustamante, José Ellauri y Obes (7) y otros, Eduardo Flores le dio una estocada por debajo de su brazo. El historiador Jorge López Guitar, en un artículo publicado en la revista Hoy es Historia, dirigida por Fernández Cabrelli (Nº 25), atribuye a Eduardo Flores la frase “perdone, padrino”.

			La herida fue superficial. Berro se quitó el sombrero, entró al Cabildo y se encaró con Pedro Varela, presidente interino de la República. “¿Qué ha hecho, don Bernardo?”, le preguntó éste con severidad. “¿Qué ha hecho con el general Flores?” Extrañado por la indagatoria, el prisionero respondió: “Es cierto que yo me lancé a la revolución para reconquistar los derechos de mi partido, pero la vida de Flores está tan garantida como la mía”. Por toda respuesta, Pedro Varela levantó la bandera que cubría un bulto y dejó ver el cadáver ensangrentado del general. Berro, pálido como la muerte, alcanzó a musitar: “Yo no tengo nada que ver con esto”. De inmediato lo empujaron brutalmente hacia un calabozo. Allí el ex presidente fue objeto de infinitas vejaciones y crueldades, hasta que, según la citada carta de Carlos Bustamante, un tal Machín le pegó un tiro en la cabeza. El cónsul francés Maillefer, por su parte, afirma que el ejecutor de Berro fue Segundo Flores (al que atribuye 18 años, cuando en realidad tenía 22). Carlos Real de Azúa, citando a un testigo (Huertas), afirma que “lo apuñalaron tan salvajemente que los billetes de banco que llevaba encima quedaron totalmente inutilizados”. Al caer la tarde, cuando el sol aún brillaba en un cielo claro orlado de reflejos de sangre, dos cadáveres eran sacados del Cabildo, sin ataúd, y arrojados en el carro fúnebre del hospital: eran los de Bernardo P. Berro y Avelino Barbot, viejo amigo de su compañero de infortunio, que se había negado a secundar su aventura. (Sospechoso por su filiación blanca, Barbot había sido detenido y llevado al Cabildo, donde fue asesinado a sangre fría.) La puerta del carruaje quedó abierta y por ella podía verse, colgando hacia afuera, la cabeza y un brazo del ex presidente. El conductor, un desaforado que se llamaba Pedro García y estaba totalmente borracho, profería una catarata de insultos dirigidos a los muertos que transportaba. Según relato de Federico Brito del Pino, yerno del asesinado ex mandatario, el carro llegó al Cementerio Central, y el conductor, que llevaba un chambergo con una cinta colorada y exhibía un trabuco y un sable, tiró los cadáveres al suelo frente a Eloy García, inspector de cementerios, con la orden de que los enterrase en una gran fosa común que se había excavado para inhumar a las víctimas de la fiebre amarilla. Eloy García era amigo de la familia Berro, pero no tuvo otra opción que cumplir aquella orden. Empero, señaló el lugar de tal manera que fuera identificable, lo que permitió, diez años más tarde, exhumar el cuerpo —o uno que se le parecía— y trasladarlo al panteón familiar.

			Era el 19 de febrero del año 1868. “El día de los cuchillos largos”, al decir de Carlos Real de Azúa.

			Cólera

			La rebelión había fracasado; los caudillos blancos que debían sumarse (Baztarrica, Aparicio) no llegaron a enterarse del estallido del motín, porque el chasque que debía llevarles el aviso cayó muerto del caballo en Piedras Blancas, víctima de la peste. Pero la otra cólera, mil veces más salvaje, se había adueñado de una ciudad aterrorizada y enloquecida por partes iguales. “¡Mataron a Venancio Flores! ¡Fueron los blancos!” Se desató una auténtica cacería de blancos; a los líderes Barbot, Rafael Pons, los hermanos Luján, Ocampo, Tomás Pérez, el paraguayo Patiño y otros, se sumaron una pléyade de ciudadanos que fueron asesinados salvajemente por el solo hecho de sabérseles desafectos al gobierno; así murieron una gran mayoría de blancos, pero también algunos colorados “principistas”. El gobierno de Pedro Varela ordenó enviar un mensaje a los jefes políticos del interior con el siguiente texto, que se haría legendario: “Mataron a nuestro querido general Venancio Flores. Reúna a su gente y véngase”. Pero el texto fue alterado y circuló así: “Reúna a su gente y vénguese”. La matanza se extendió por todo el país, con saña salvaje.

			El número de muertos de aquella jornada terrible, en la que la temperatura alcanzó los 40 grados, no puede calcularse ni aproximadamente, pero seguramente superó las mil personas. Los fusilados oficialmente alcanzaron los 500. Los ciudadanos, aterrorizados, se refugiaron en sus casas, preguntándose si podían haber hecho algo que les aparejara la furia de los vengadores; el agua no podía tocarse por la peste y porque se corrió la voz de que los blancos la habían envenenado. Al caer la tarde Montevideo era un aquelarre de llantos, sangre y horror.

			¿Quiénes mataron a Venancio Flores? La viuda del general colorado se negó pugnazmente a aceptar la versión oficial y acusó directamente al general Gregorio Suárez de haber sido el responsable intelectual del asesinato de su esposo. En un prostíbulo de la calle del Yerbal fue detenido un hombre de apellido Zuleta, que presumía en copas de haber matado a Flores y vestía, según testigos, la misma ropa que uno de los asesinos. Era de filiación colorada y afecto al sector de Suárez. Éste, por su parte, transformado circunstancialmente en el hombre del orden en medio del caos, emitió un bando condenando los asesinatos y llamando a la tranquilidad. Pero no disimulaba en absoluto su satisfacción con el curso de los acontecimientos. “Por los periódicos —escribía a su amigo el general Enrique Castro— te impondrás de que el general Flores llevó su terquedad al punto de perder la vida, dejándonos con los brazos cruzados ante un enemigo cebado.” Por su parte, el influyente caudillo colorado de Soriano Máximo Pérez tenía una opinión muy clara: “Sepa, general Caraballo —escribía— que los asesinos del general Flores lo son usted y Suárez, a los que culpo y quienes han de responder a la Nación entera”. (8)

			El cadáver

			Venancio Flores fue embalsamado y enterrado en la Iglesia Matriz de Montevideo, en medio de gran pompa. Era el “defensor de la fe”, el responsable de la “Cruzada Libertadora” que se había alzado para restaurar los derechos de la Iglesia, arrasados por Berro y los masones que lo rodeaban. Pero hay una duda al respecto, y bastante sórdida: ¿Qué fue lo que se enterró realmente en la Matriz?

			La celeridad de los hechos políticos llevó a que el cadáver del caudillo fuera desatendido durante varias horas; de modo que cuando el famoso doctor Estrada fue traído de Buenos Aires para que lo embalsamara, el tiempo transcurrido y el pesado calor reinante lo habían deteriorado de manera irreversible. Estrada se quejaba, además, de no haber podido trabajar adecuadamente por estar rodeado siempre de una turba de matones y personajes de avería que lucían en sus pechos cintas coloradas. Finalizado su trabajo, Estrada regresó prestamente a la capital argentina, por considerarse en peligro de muerte.

			Una versión no confirmada, pero consistente y con una fuerte tradición detrás, afirma que Estrada separó la cabeza de Flores, enterró el tronco clandestinamente y embalsamó únicamente la primera. Si así hubiesen sido las cosas, el cuerpo que fue velado públicamente en la Matriz hasta finales de febrero no habría sido otra cosa que la cabeza del caudillo con un cuerpo de paja. Y eso sería lo que está enterrado en la actualidad.

			Aquel terrible mes de febrero no se borró fácilmente de la memoria popular. Carlos Real de Azúa, como ya se ha señalado, llamó al sangriento 19 “el día de los cuchillos largos”, en referencia a la famosa “noche de los cuchillos largos”, ajuste de cuentas interno entre los nazis, cuando todas las secciones de asalto del partido (S.A.) fueron exterminadas salvajemente. En este caso, el punto de vista del historiador está perfectamente claro; fue un doble ajuste de cuentas: el de los colorados contra los blancos, que dejó en incidente menor el sangriento episodio de Quinteros, y el interno de los colorados “conservadores” enfrentados a Venancio y su liderazgo caudillista.

			Flores —o lo que quedaba de él— fue enterrado con toda pompa y suma de honores, y una lápida situada en la Iglesia Matriz recuerda, con exaltado partidarismo, su figura y su trayectoria. El cadáver de Berro, en cambio, tal vez descansa en el panteón familiar del Cementerio Central, pero no hay certeza al respecto. Probablemente los cuerpos de ambos fueron echados por la borda, y sólo la cabeza de uno de ellos recibió los honores fúnebres que sin duda esperaban.

			En las calles de los barrios populares de Montevideo, se mantuvo largamente la tradición de que Berro no había sido responsable de la muerte de Flores. Las lavanderas negras, en las tardes de los veranos subsiguientes, solían cantar, mientras frotaban la ropa, esta estrofa muy explícita:

			Dicen que fueron los blancos

			los que mataron a Flores.

			Confiésenlo, sean francos,

			Fueron los conservadores.

			LA PRESIDENCIA DE LORENZO BATLLE

			Pasada la terrible jornada del 19 de febrero, volvió poco a poco la calma y se retomó la actividad política. El exaltado general Gregorio Suárez adoptó entonces, bien que transitoriamente, una actitud moderada, y tomó medidas para terminar con la violencia desatada contra los blancos. Aspiraba a la presidencia de la República, y esa imagen favorecía su proyecto.

			Con los blancos prácticamente en la ilegalidad, algunos dirigentes colorados, justificadamente temerosos ante la posibilidad de que un hombre de las características de Suárez presidiese el país, buscaron un candidato alternativo y lo encontraron en el veterano general Lorenzo Batlle, que estaba retirado de la vida política y no había tenido participación en los últimos y sangrientos acontecimientos. Después de alguna resistencia Batlle aceptó, y en la votación de la Asamblea obtuvo 21 votos contra 20 de Suárez. Un acuerdo posterior, que reservó el Ministerio de Guerra para este último, permitió una segunda ronda de votos en la cual Batlle fue electo casi por unanimidad.

			Batlle asumió el mando el 1º de marzo de 1868 y sus primeras declaraciones son un testimonio del clima de violencia e intolerancia que por entonces se vivía. En su discurso de asunción se comprometió a respetar la legalidad, pero dejó claro que su gobierno sería de partido: “Propenderé —dijo— a la unión del Partido Colorado, gobernando con los hombres más dignos de ese partido sin exclusión de matices”. Prometió también “hacer que la ley sea igual para todos, blancos y colorados, nacionales y extranjeros”. La expresión “gobernaré con mi partido y para mi partido”, que se le atribuye, no está documentada, hasta donde sabemos, pero numerosos testigos de su tiempo la citaban y la daban como pronunciada.

			Su gobierno transcurrió a través de una grave crisis económica, que finalizó la etapa de expansión de los años anteriores. Los precios de nuestra producción exportable descendieron verticalmente (una vaca pasó de valer 6 pesos a valer 3), la balanza comercial fue siempre desfavorable, quebraron varios bancos y reinó una especulación financiera abierta. Todo esto había comenzado ya en el último año del gobierno de Flores, y Batlle accedió a la presidencia con un decreto de curso forzoso de los billetes que vencía el 31 de mayo de 1868. El nuevo presidente, en acuerdo con su ministro de Hacienda Pedro Bustamante, decidió no prolongarlo y en la fecha indicada la gente pudo ir a los bancos a cambiar su dinero por oro. El Banco de Mauá, que tenía existencias en oro por valor de 650.000 pesos y había emitido billetes por más de 7 millones —la casi totalidad de los cuales eran deuda que el Estado no le podía pagar— quebró estrepitosamente, y con él otros bancos menores (Montevideo, Italiano, Navia, etc.).

			Esta debacle financiera, que dejó a todo un sector del país en la ruina, hizo que los que podían influir en la política y en la vida económica se dividieran en “oristas” (partidarios de mantener a toda costa el derecho de conversión) y “cursistas”, partidarios de prolongar el curso forzoso. Se ha dicho que, en general, los primeros eran los grandes comerciantes agroexportadores, ganaderos y saladeristas, y los segundos los pequeños productores, los artesanos y los asalariados. Pero la escuela liberal, de la que es insigne representante el doctor Ramón Díaz, discrepa con esta interpretación; en su visión, fue un amplio conjunto de la sociedad civil la que defendió el “orismo” como manera de mantener la estabilidad de la moneda y evitar “el maridaje entre gobiernos despilfarradores y bancos centrales independientes y sumisos”, que se produjo “en grandes zonas del mundo incluyendo gran parte de América Latina” durante el siglo XX. Gracias a la firmeza de los defensores de la convertibilidad, sostiene el doctor Díaz, “Uruguay llegaría al fin del siglo XIX con una moneda vigorosa y mundialmente respetada”.

			El gobierno aprobó en julio una ley bancaria que volvía a establecer, con ciertas condiciones, el curso forzoso de los billetes por un lapso de veinte meses, pero los cursistas querían prolongarlo más allá del mandato de Batlle, por cinco años. La polémica estuvo lejos de ser académica o puramente técnica: derivó en una crisis política por la cual los legisladores “cursistas” abandonaron el Parlamento en protesta por el rechazo de su aspiración, fueron declarados cesantes y motivaron que el gobierno adoptase medidas de limitación de la libertad de prensa y desterrase a algunos destacados ciudadanos opositores, como José Pedro y Carlos María Ramírez, que acusaban al presidente de autoritarismo. Por su parte, el caudillo Francisco Caraballo, encabezando a los “cursistas”, inició en el mismo mes de mayo una sublevación armada que terminó en un acuerdo.

			El ya mencionado Máximo Pérez, de Soriano, fue quien logró apaciguar a Caraballo, invirtiendo la relación producida unos días antes, cuando Pérez había amagado también una rebelión —era hombre de Flores, y estaba convencido de que el entonces ministro de Guerra, Gregorio Suárez, había ordenado su asesinato— y Caraballo logró que depusiera su actitud.

			Los hechos más destacados de la presidencia de Lorenzo Batlle, además de los relacionados con la crisis económica y la Revolución de las Lanzas que se estudiará a continuación, fueron la definitiva retirada de las tropas orientales de la Guerra de la Triple Alianza (diciembre de 1869); la fundación, por parte de un grupo de destacados “principistas”, de la Asociación de Amigos de la Educación Popular (12 de octubre de 1868), cuyo principal inspirador, José Pedro Varela (9), sería más tarde el reformador de la enseñanza; la fundación de la Asociación Rural, organismo gremial que nucleaba a importantes productores y fue impulsada por Domingo Ordoñana, y la inauguración en Montevideo del servicio de aguas corrientes.

			El 1º de marzo de 1872, ante la imposibilidad de realizar elecciones por la situación de guerra civil que vivía el país, Lorenzo Batlle cedió la presidencia, con carácter interino, a Tomás Gomensoro, presidente del Senado.

			La Revolución de las Lanzas

			Los blancos, excluidos de toda posición de gobierno, estaban, como es lógico, preparando un alzamiento armado. Muchos de sus principales dirigentes se encontraban exiliados en la Argentina, especialmente en las provincias de Corrientes y Entre Ríos, y allí, con la tolerancia de los caudillos provinciales de tendencia federal y la creciente hostilidad del presidente argentino, que era nada menos que Domingo Faustino Sarmiento, organizaron la que sería conocida como la “Revolución de las Lanzas”.

			Fueron sus líderes dos caudillos muy diferentes entre sí: el blanco Timoteo Aparicio, cuyo prestigio había crecido bastante desde tiempos de la “Cruzada” florista, y el veterano general Anacleto Medina, colorado pero visto como un traidor por gran parte de esa comunidad política a raíz de la ejecución de los prisioneros en Quinteros. Exiliado en la Argentina desde la caída de Aguirre, Medina, de 82 años, soñaba con regresar a su patria, y aceptó encabezar una conspiración que, inicialmente, se desarrolló al margen de los proyectos de Timoteo Aparicio. Más tarde ambas iniciativas se unieron y el movimiento reconoció la jefatura bicéfala, aunque en la práctica fue Aparicio quien tuvo el mando efectivo.

			A diferencia de otros alzamientos posteriores, que tuvieron un carácter bipartidista (la Revolución Tricolor contra Latorre (10), la Revolución del Quebracho contra Santos (11)), éste fue definidamente blanco, pese a la participación de Medina y algunos colorados disconformes con el gobierno de Batlle. Fue precisamente este carácter de expresión de una corriente política excluida de la posibilidad de actuar en su patria la que le otorgó su insospechado vigor.

			El 4 de marzo de 1870, en la ciudad de Concordia, los conjurados firmaron la llamada Acta de Compromiso, en la que acordaban la iniciación del movimiento armado y nombraban a Aparicio jefe del mismo. Al otro día, 5 de marzo, cuarenta revolucionarios cruzaron el río Uruguay un poco al sur de la desembocadura del Arapey; de inmediato Aparicio emitió una proclama que comenzó a circular por todo el país en la que justificaba el movimiento y establecía sus objetivos: devolver a todos los ciudadanos, sin distinción de partidos, el derecho a elegir sus gobernantes en un clima de respeto a las garantías constitucionales.

			En nuestras frentes —decía— va una divisa con los colores de la Patria, azul y blanco, como la bandera común, en símbolo de que por la Patria luchamos, y no por mezquinos intereses personales […] Ninguno de nosotros aspira al mando supremo. El país decidirá quién deba gobernar y con su buen sentido sabrá elegir a los que sean aptos…

			Junto a los soldados iba un núcleo de intelectuales, que redactaban las proclamas (se supone que Timoteo Aparicio era prácticamente analfabeto); tres de ellos llevaban una imprenta portátil con la que editaban panfletos y periódicos revolucionarios; ellos eran Agustín de Vedia, Tomás de Acha y el doctor Francisco Lavandeira.

			El 10 de agosto, cinco meses más tarde, cruzó el río y desembarcó en la playa de la Agraciada el general Medina, quien de inmediato unió sus fuerzas con 800 hombres provenientes de San José y 400 de Mercedes. El manifiesto emitido por Medina tenía las mismas características que el de Aparicio, pero insistía más en el carácter nacional, supra partidista, del movimiento:

			La bandera que levantamos es la bandera de la Patria, bajo cuya sombra caben todos los orientales. La divisa tiene los colores purísimos de esa misma bandera y nuestro partido es el gran Partido Nacional, formado por todos los buenos orientales.

			Con Medina iban algunos destacados jefes blancos, como el general Lesmes Bastarrica y el coronel Federico Aberasturi, ambos supervivientes de la defensa de Paysandú. Procuró de inmediato unirse a Aparicio, cuyas fuerzas, entretanto, habían aumentado extraordinariamente. Los antiguos caudillos blancos se levantaron como un solo hombre (lo que no habían hecho para defender al gobierno de Berro) y engrosaron las filas revolucionarias Ángel y Justino Muñiz (el que luego sería acérrimo enemigo de Aparicio Saravia (12)), de Cerro Largo; José María Pampillón, de San José; Juan Blas Coronel y muchos otros. Belisario Estomba, otro de los defensores de Paysandú, se incorporó en julio al frente de un puñado de guerrilleros. Más tarde llegaron Juan P. Salvañach, que traía 50 carabinas Remington y 4 piezas de artillería, y José Visillac. Cuando el 12 de septiembre Anacleto Medina logró reunirse con Aparicio, en el paso Severino del Santa Lucía Chico, los revolucionarios habían reunido la nada despreciable fuerza de 4.000 hombres en armas.

			Alguien ha definido la Revolución de las Lanzas como la más gaucha de nuestras guerras; de hecho, fue la última en que esta arma, la lanza de tacuara, jugó un papel fundamental. Los revolucionarios emplearon las armas de fuego, por supuesto, pero el honor se jugaba en las cargas a lanza, que a veces tomaban carácter de justa medieval. El caudillo blanco José María Pampillón y el oficial colorado Gil Aguirre se retaron a duelo, delante de sus tropas, y se batieron primero a lanza y después a facón hasta que, herido, Gil Aguirre huyó del campo del honor. Hubo numerosas escaramuzas de suerte diversa, pero el mismo 12 de septiembre de 1870, cuando las fuerzas revolucionarias acababan de unirse, se libró el combate de Severino, que fue una importante victoria de los revolucionarios sobre las fuerzas gubernistas que comandaba Gregorio Suárez. El 29 del mismo mes y año, en el paraje de Corralito, departamento de Soriano, volvieron a triunfar los blancos sobre el ejército que comandaba Francisco Caraballo. Después de este combate Caraballo y Aparicio tuvieron una entrevista, junto a otros jefes, en la que intentaron un armisticio (“Ahora mismo me arranco esta divisa si es obstáculo para la unión”, dijo el caudillo blanco a su adversario) que no pudo concretarse.

			Las sucesivas victorias de Severino y Corralito dejaron al gobierno en difícil situación, mientras las tropas revolucionarias seguían creciendo y recibiendo voluntarios (los jóvenes Aparicio Saravia y Eduardo Acevedo Díaz estuvieron entre ellos). El 26 de octubre Aparicio sitió Montevideo y el 29 de noviembre tomó la fortaleza del Cerro. Ese mismo día el propio presidente Batlle hizo una salida al frente de 3.000 hombres y se libró un combate que terminó sin un vencedor claro. El 16 de diciembre Aparicio se enteró de que el general Gregorio Suárez se aproximaba por su retaguardia y levantó el sitio para ir a su encuentro. Lo sorprendió en el arroyo Solís Grande, y esperaba destrozarlo al día siguiente, pues tenía fuerzas superiores. Pero Suárez, en lo que se considera una hazaña militar, escapó por la noche del cerco de sus enemigos, pasando sigilosamente al lado mismo de los revolucionarios, y ganó campo abierto para marchar hacia Montevideo. Lo cierto es que a partir de ese momento la suerte de la guerra cambió: el 25 de diciembre de 1870 Suárez derrotó a Aparicio en el Sauce, en la que Washington Lockart considera “la más sangrienta de todas las pasadas y futuras batallas de nuestras guerras civiles”. La mortandad no se dio sólo en el combate: Suárez ordenó, después de la batalla, que todos los prisioneros y heridos fueran degollados, se cree que en número cercano a los 600. Esta crueldad fue una de las razones por las cuales el presidente Batlle sustituyó a Suárez en la jefatura de las fuerzas gubernistas por el general Enrique Castro.

			Bastante tiempo le llevó a los jefes revolucionarios rearmar sus fuerzas después de la derrota del Sauce, y en los meses siguientes, primeros de 1871, Aparicio se mantuvo en el norte del país, huyendo de la persecución de sus enemigos y pasando ocasionalmente la frontera brasileña. La revolución llevaba ya más de un año y no tenía miras de resolverse, lo que perjudicaba directamente a toda la economía nacional, y en especial a los productores rurales, que comenzaron a presionar al gobierno para que se llegara a un acuerdo. Batlle se mostró intransigente, y pese a que los propios oficiales de sus tropas se pronunciaban en algunos casos por la paz (en Mansavillagra el blanco Ángel Muñiz y el colorado Nicasio Borges dialogaron y terminaron a los abrazos), no se logró ese objetivo. Por fin, el 17 de julio de 1871, en campos de Manantiales, departamento de Colonia, volvió a darse una gran batalla, que terminó esta vez con la derrota total de los blancos. Como estaban abiertas negociaciones de paz a cargo del vicario monseñor Jacinto Vera, Aparicio y otros líderes opinaron que el ataque de Enrique Castro había sido a traición, pero éste y otros dirigentes colorados sostuvieron que, al no haber acuerdo signado o convenido, fue moralmente legítimo.

			En Manantiales perdió la vida Anacleto Medina, viejo soldado de las luchas por la independencia, sobre un caballo y a la edad de 83 años. Se le caían los párpados, por lo cual debía sostenérselos con unos palitos. En medio de la debacle final de una batalla que él se había opuesto a dar (“General Aparicio —dicen que dijo, antes del combate—, ésta es la última vez que peleo a sus órdenes”), Medina fue avistado por un grupo de colorados que lo atacaron de inmediato con ferocidad; era el “indio Medina”, el traidor, el verdugo de Quinteros. El general no los vio venir, pues se le habían caído los palitos, y su ayudante, un muchacho llamado Juan Carlos Viana, le gritó: “¡Dispare, general, que el enemigo está encima!” Medina, que estaba con su secretario de toda la vida, Jerónimo Machado, otro anciano a la sazón, respondió: “¡El general Medina no dispara, jovencito!” Según el relato de Abdón Arozteguy, testigo presencial y cronista de aquellos sucesos, Viana

			…se permitió castigarle el caballo, que tomó al galope, conteniéndolo inmediatamente Medina y manifestando su enojo al ayudante. En este ínter, llegan los enemigos y sin mirar la edad de aquel anciano lo lancean despiadadamente, haciendo igual cosa con su secretario […]. Después, aquellos desalmados cometieron toda clase de atrocidades con el cadáver de Medina, llegando hasta enviarle a la familia, que vivía en Montevideo, miembros del cuerpo de su enemigo.

			Acevedo Díaz, por su parte, afirma que “el general Medina fue sepultado a medio cuerpo, después de haber sido mutilado y desollado de una manera minuciosa y concienzuda”.

			La batalla de Manantiales debió ser decisiva, pero no lo fue por la renuencia del ejército colorado a perseguir y desbandar totalmente a las fuerzas de Aparicio. Retirado al norte del país, el incansable caudillo se dio a la tarea de reorganizar sus desmoralizadas tropas, y a principios de 1872 volvía a contar con 5.000 hombres bien armados. En esas circunstancias se produjo el traspaso de poder del general Lorenzo Batlle, que terminaba su período constitucional, al presidente del Senado, Tomás Gomensoro, que inició desde el primer día negociaciones de paz.

			EL INTERINATO DE TOMÁS GOMENSORO

			Después de largas y trabajosas negociaciones, el 6 de abril de 1872 se firmó en Montevideo el acuerdo de paz que sería conocido históricamente como la “paz de abril”, la que estableció el primer sistema de coparticipación de los partidos en el poder. El acta fue signada por los ministros de Gobierno, Emeterio Regúnaga; de Guerra, general Juan P. Rebollo, y de Hacienda, Ernesto Velazco, por el gobierno; por los revolucionarios firmaron el coronel José G. Palomeque y el doctor Estanislao Camino. El texto decía, en esencia, que “todos los orientales renuncian a la lucha armada y someten sus respectivas aspiraciones a la decisión del país, consultado con arreglo a la Constitución”. Se establecía que “todos los orientales quedan en la plenitud de sus derechos políticos y civiles”, que nadie podía ser “perseguido por actos y opiniones políticas anteriores”, que quedaban restituidos en sus cargos y puestos todos los que los hubieran perdido por diferencias políticas y que se compensaba a los revolucionarios con 500.000 pesos por gastos de guerra. Respecto a las jefaturas departamentales, el texto dice que el gobierno adoptaba el compromiso de que “los nombramientos que haga para esos cargos (de jefe político) recaerán en ciudadanos que por su moderación y demás cualidades personales les ofrezcan a todos las más serias y eficaces garantías”.

			Este párrafo se tradujo en un acuerdo verbal, pero que tenía fuerza de compromiso, por el cual cuatro jefes políticos serían designados directamente por los blancos: los correspondientes a los departamentos de San José, Florida, Cerro Largo y Canelones. Dado que una de las principales funciones de los jefes políticos era la de supervisar los procesos electorales, se comprenderá la importancia de este pacto.

			La coparticipación fue un modo, sin duda primitivo, pero sin duda razonable, de terminar las constantes guerras civiles y permitir que ambas colectividades tradicionales, blancos y colorados, participasen en la administración del país. Se ajustaba mucho más a la realidad que la antigua idea de la fusión, que se había demostrado tan infructuosa como contraproducente. En efecto, las divisas existían y tenían muchísima fuerza; la idea de fusionarlas era utópica. En cambio, la de crear un mecanismo que garantizase la participación de ambas en la política nacional, ya que la realidad cultural y social del país hacía prácticamente imposible el cumplimiento estricto de las garantías constitucionales, era lógica y beneficiosa. De hecho, los blancos no volvieron a las armas hasta 1897, cuando su participación en el poder se vio reducida al mínimo al quedar sus jefaturas limitadas a tres y haberse aumentado el número de departamentos.

			La “paz de abril” fue celebrada por la población con grandes fiestas y júbilo general. Terminaba la etapa de los “gobiernos de divisa” y se abría la de la distribución del poder entre los partidos políticos existentes. En los meses siguientes, hasta la asunción del nuevo presidente José Ellauri el 1º de marzo de 1873, el presidente interino Tomás Gomensoro, que salió muy prestigiado de su breve gobierno, presidió el país con moderación y general beneplácito.

			Durante el interinato de Gomensoro el ferrocarril llegó hasta Salto y Durazno y el gobierno mostró levantada dignidad nacionalista al resistir las pretensiones del Barón de Mauá —que buscaba cobrar lo que el Estado le debía a través de presiones del gobierno del Brasil (el gobierno rechazó cualquier acción diplomática y mandó, como se debía, al acreedor a los tribunales competentes)— y al negarse a compensar a un estanciero norteamericano que reclamaba daños también a través de la intervención de su ministro en Uruguay (“el reclamante debe presentarse no ante la cancillería, sino ante los tribunales”).

			En ese tiempo hubo una intensa actividad política, en la que los partidos tradicionales comenzaron su proceso de organización como tales partidos (hasta entonces, más allá de algún intento, no habían sido más que corrientes inorgánicas de opinión) y se formó el Partido Constitucional, continuador del llamado antes Radical, que pretendía superar la vieja contradicción blancos-colorados por medio de una organización política basada en ideas y principios. Se produjo, además, la irrupción en los primeros planos de la vida política y cultural de una brillante generación de jóvenes, en su mayoría egresados de la Universidad, que fueron conocidos como los “principistas”. A ellos correspondería el protagonismo del breve tiempo siguiente —culminado en la intervención del Ejército que duraría quince años— y una participación decisiva en los años posteriores de la vida nacional.

			
			
				
					1.	 * Véase apéndice biográfico, pág. 377.

				

				
					2.	 ** Véase apéndice biográfico, pág. 378.

				

				
					3.	 *** Véase apéndice biográfico, pág. 379.

				

				
					4.	**** Véase apéndice biográfico, pág. 380.

				

				
					5. La verdad es que ambos sectores tienen sólidos argumentos en defensa de sus respectivas posiciones. El Paraguay se independizó tempranamente y definió un modelo de desarrollo muy original, que tomó muchos elementos de las misiones jesuíticas y que se mantuvo durante los gobiernos de Gaspar Rodríguez de Francia (el “Supremo”, 1814-1840), Carlos Antonio López (1840-1862) y Francisco Solano López (el “Mariscal”, presidente desde 1862). El fuerte intervencionismo del Estado, la explotación colectiva de grandes fundos (como en las misiones), el intento de nivelación social y los esfuerzos para mejorar los niveles educativos —al menos, técnicos— de la población, elementos sumados a una política internacional aislacionista y a una economía casi autárquica, se tradujeron en logros que algunos califican de espectaculares en la zona y el tiempo de que se trata.

					Paraguay se autoabastecía de todo el alimento y los productos primarios que necesitaba, poseía altos hornos de fundición, un ferrocarril totalmente realizado y desarrollado por el Estado, fábricas de hierro y de pólvora, etc. No tenía deuda externa y el nivel de vida de su población era razonablemente alto. En el otro extremo, el ejercicio de las libertades públicas era inexistente, el clima político era de silencio y represión y el Estado obraba con una filosofía que se acercaba al totalitarismo; en ciertos períodos se llegó a limitar la posesión de bibliotecas particulares, lo que permitía al Estado censurar rígidamente todo lo que se leía. En otros momentos se prohibió la visita de extranjeros que no fueran invitados por el gobierno y se restringieron al máximo los envíos por correo.

					Este modelo se mantuvo en lo esencial hasta el acceso al poder de Francisco Solano López; pero ya su padre, Carlos Antonio, había comenzado a intensificar la actividad comercial y había formado una flota mercante fluvial de cierta importancia, ante las exigencias inevitables de una sociedad que comenzaba a desarrollarse.

				

				
					6.	 * Véase apéndice biográfico, pág. 381.

				

				
					7.	** Véase apéndice biográfico, pág. 383.

				

				
					8. Los gubernistas se incautaron de un documento de los blancos, preparatorio de la revuelta, en el que se decía que una de las prioridades era “neutralizar” a Venancio Flores. Esto ha llevado a historiadores colorados, como José María Fernández Saldaña, a afirmar que el asesinato del general fue obra de los blancos, con el argumento de que no era Flores hombre pasible de ser “neutralizado” impunemente. El profesor y periodista Manuel Flores Silva, sobrino tataranieto del caudillo, sostiene que en la tradición de su familia siempre se pensó que el responsable del crimen era el Goyo Suárez.

					Flores y Berro no se odiaban —afirma—; habían realizado una misión en conjunto ante Urquiza en tiempos de la presidencia de Giró, y aunque luego habían estado violentamente enfrentados, mantuvieron siempre una buena relación personal. Flores era un hombre de diálogo, y creía que Berro era una persona con la que se podía hablar. De hecho, lo protegió más de una vez. En la familia nunca se creyó que fuera Berro quien ordenó el asesinato de Venancio. Muchas veces los problemas internos de un partido son mucho más enconados que los que se tienen con el adversario. Hay un dicho en la política nacional: “¿Qué tengo contra vos, si sos de otro partido?”.
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					10.	 ** Véase apéndice biográfico, pág. 384.

				

				
					11.	*** Véase apéndice biográfico, pág. 386.

				

				
					12.	* Véase apéndice biográfico, pág. 387.

				

			

		


		
			12

			La consolidación del Estado

			 Principismo y militarismo (1875-1890)

			Entre 1875 y 1890 el Uruguay vivió un período de hondas transformaciones que deben verse como culminación de un proceso iniciado inmediatamente después de la Guerra Grande. El acelerado desarrollo económico del país, realizado aun a pesar de la constante inestabilidad política y los enfrentamientos civiles, exigía la consolidación de un Estado capaz de garantizar la propiedad privada, la seguridad en el sentido más amplio del término (seguridad personal y jurídica) y las condiciones mínimas del desarrollo, con la creación de un sistema de enseñanza adecuado. Esta obra de reforma fue realizada en pequeña parte durante el gobierno constitucional de José Ellauri y Obes (1873-1875), con la participación de un brillante conjunto de jóvenes legisladores (los “principistas”), y en su parte fundamental bajo los gobiernos de base militar encabezados por Pedro Varela, Lorenzo Latorre, Francisco A. Vidal, Máximo Santos y Máximo Tajes (13). Se conoce este período con el nombre de “militarismo”, precisamente porque señala la irrupción de la institución militar en la vida política, de forma relativamente independiente de los partidos políticos. Durante estos años decisivos, y casi paradójicamente por el notorio descaecimiento de las libertades públicas, se consolidaron los partidos fundacionales (que vivieron una prolongada crisis a lo largo de la cual muchas veces la frontera entre blancos y colorados se difuminó considerablemente), se lanzaron nuevos partidos, que serían de breve existencia, y hubo una intensa vida intelectual. Desde el punto de vista económico, en estos años el país abandonó la economía abierta que había practicado hasta ese momento y se encauzó por el camino del proteccionismo, con resultados que aún son objeto de controversias.

			EL GOBIERNO DE ELLAURI: EL “PRINCIPISMO”

			Convenida la paz de abril de 1872 el país volvió a la senda constitucional con grandes esperanzas. Por vez primera en muchos años los blancos participaron en el proceso electoral, y todas las organizaciones políticas se esforzaron por inscribir a su gente en el Registro Cívico, creado por el gobierno de Gomensoro. Las elecciones se realizaron el 24 de noviembre de 1872, y tuvieron sus particularidades. Los líderes políticos se habían dividido en blancos y colorados “netos”, seguidores de las viejas tradiciones, y en “principistas”, que tendían a participar en listas mixtas sobre la base de acuerdos. El proceso electoral se desarrolló con la irregularidad que ya era norma, y hubo infinidad de denuncias de fraude, en especial por parte de los blancos. Los resultados oficiales dieron mayoría a los colorados, pero como hubo listas en las que participaban hombres de ambos partidos, este resultado no fue significativo. La mayoría de los legisladores elegidos pertenecían a los llamados “netos”, pero los principistas lograron la elección de sus principales figuras, que darían el tono de aquellas Cámaras, efímeras pero de gran importancia. Entre ellos había algunos de extracción colorada (Julio Herrera y Obes, Pedro Bustamante, los hermanos Ramírez, Juan Carlos Blanco, José Ellauri y Obes, etcétera) y otros de origen blanco (Juan José de Herrera, Agustín de Vedia, José Vázquez Sagastume, etcétera).

			El 15 de febrero, instaladas las nuevas Cámaras, Tomás Gomensoro hizo entrega del mando al presidente del Senado, doctor José Ellauri y Obes. De inmediato se eligió al nuevo presidente de la República, para el período 1873-1877. Todos los candidatos fueron colorados: José María Muñoz, José Ellauri y Obes y el propio Tomás Gomensoro, que por haber ejercido el Poder Ejecutivo con carácter interino podía ser electo constitucionalmente. Después de varias votaciones obtuvo la mayoría necesaria el doctor José Ellauri y Obes, que asumió así la presidencia, aunque muy a su pesar. Declaró sentirse por debajo de las responsabilidades de esa alta dignidad y presentó su renuncia en dos ocasiones ante la Asamblea General, pero presionado por su entorno político y personal, terminó por aceptar su designación.

			Los “principistas”

			¿Qué eran, en realidad, los llamados “principistas”? Una generación de jóvenes universitarios, procedentes en casi todos los casos de la alta burguesía y de las familias patricias, imbuidos de ideología liberal y defensores de “principios” que consideraban imprescindibles para toda sociedad civilizada. Como suele suceder con los universitarios —y con las elites intelectuales en general—, su adhesión a un conjunto de normas éticas y de convicciones políticas adoptadas a priori (los “principios”) los hizo bastante ignaros respecto del país real y de sus necesidades, lo que los colocó con frecuencia de espaldas a él. Intentaron, sin éxito, superar la dicotomía blancos-colorados, ya creando nuevas organizaciones políticas, como el Partido Radical o el Partido Constitucional, ya tratando de actuar en acuerdo con los “principistas” del otro partido. Fracasaron rotundamente en este empeño, y casi todos ellos terminaron actuando dentro de los lemas tradicionales, y en muchos casos conduciéndolos. Aplicaban a sus adversarios, los blancos y colorados “netos”, el mote de “candomberos”, de notorio retintín despectivo (el nombre derivaba de un artículo periodístico de Juan Carlos Gómez titulado “Sigue el candombe”). Carlos Real de Azúa definía así, con rasgos casi de caricatura, a un “principista”:

			Un ser austero, rígido, altisonante, que anteponía siempre sus geométricas convicciones liberales a todos los dictados del interés inmediato, a todas las deformaciones de la conveniencia (y hasta de la convivencia). Una yerta efusión de grandes palabras, sonoras generalidades y fórmulas resplandecientes.

			El autor los llama los “platónicos de la libertad”. La descripción es gráfica, pero en exceso negativa. Hubo, entre los principistas, gente que se adaptaba a esa imagen, así como otros que se diferenciaban notoriamente de ella, tanto en el fondo como en la forma. Es cierto, en cambio, que su adhesión a los principios básicos del liberalismo adquiría a veces carácter de dogma. (14)

			Pese a esta rigidez —no distinta, desde luego, a la de los intelectuales imbuidos de ideología de todos los tiempos y lugares— los principistas fueron, en general, suficientemente pragmáticos como para irse adaptando a la evolución de la realidad, y terminaron por liderar a los propios partidos tradicionales. Es notable cómo la historiografía nacional, escrita por ellos mismos y sus descendientes, ha condenado su falta de realismo y, al mismo tiempo, ha sido extremadamente dura con quienes fueron sus adversarios, los blancos y colorados “netos”, los caudillos y los militares que detentaron el poder. Desde esta curiosa óptica, todos estaban equivocados en aquel período fundamental de nuestra historia.

			Las “Cámaras bizantinas”

			Los “principistas” marcaron el rumbo de las nuevas Cámaras y le dieron un carácter esencialmente intelectual que los dejó al margen de los serios problemas prácticos que el país vivía por entonces. Las sesiones del Parlamento se convirtieron en grandes torneos de oratoria y de retórica en los que se discutía sobre los grandes temas de la política teórica, incluso con ribetes filosóficos, por lo que aquellas Cámaras fueron calificadas de “bizantinas” (se atribuye a los bizantinos de tiempos del Imperio Romano de Oriente la tendencia a discutir la esencia de las cosas, muchas veces divorciados totalmente de las exigencias de la realidad). La crítica que esta denominación entraña no debe llevar a la idea de que el intenso trabajo intelectual de aquel Parlamento haya sido inútil o superfluo; por el contrario, se aprobaron leyes que protegían las garantías individuales ante un Estado del cual se desconfiaba de manera radical. Dejaron sentados los principios de la reforma del sistema educativo, reorganizaron la hacienda pública y la administración de justicia, establecieron la responsabilidad de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus tareas y sostuvieron la necesidad de reformar la Constitución. Durante ese período se inauguró la línea telegráfica con Brasil, se promulgó la Ley Orgánica de la Policía y se fomentó la industria vitivinícola, que daba sus primeros pasos. (15)

			La situación económica fue de permanente deterioro, la deuda pública aumentaba, y Ellauri fracasó en su intento de obtener un préstamo en Inglaterra, por lo cual el Estado quedó en bancarrota. Los salarios de los empleados públicos dejaron de pagarse, se instalaron prácticas de especulación y usura (prestamistas privados compraban a los funcionarios los papeles que el gobierno les otorgaba —reconociendo los sueldos adeudados— por precios ridículos y luego actuaban contra el Estado para cobrarlos por su valor total) y el país se aproximó al caos. Todo esto, desde luego, precipitó la caída del presidente Ellauri y de las “Cámaras bizantinas”.

			La Asociación Rural

			Mientras el Poder Legislativo entraba por ese camino, que el propio Julio Herrera y Obes —uno de los principales exponentes del “principismo”— definía como “política de geometría del espacio, hermosísima como teoría, pero sin realidad terrenal”, el país se debatía entre la voluntad de progreso y los vicios del largo período caudillesco e inorgánico. Dos millones y medio de vacunos y seis millones de ovinos murieron en 1873 como consecuencia de una terrible sequía, la balanza comercial pasó a ser deficitaria, la deuda pública aumentaba y el Estado se encontraba fuertemente endeudado con algunos bancos. En el medio rural no se respetaban los límites de la propiedad ni el marcaje de los ganados, y la delincuencia campeaba por sus fueros. En ese panorama un hacendado, Domingo Hordoñana, fundó la Asociación Rural, organismo gremial que nucleaba a los grandes y medianos hacendados y que ejercería una acción decisiva en los hechos políticos subsiguientes, como grupo de presión. En su gran mayoría los miembros de la Asociación eran extranjeros que habían llegado al país y se habían radicado atraídos por las altas posibilidades de enriquecimiento que ofrecía. La nueva institución afirmaba que la actividad fundamental de la economía era la agropecuaria; más del 90% de las exportaciones del país provenían de los productos del campo, y si no se creaban condiciones como para que esa producción se consolidase y pudiera eventualmente aumentar, la sociedad entera se vería perjudicada. Propugnaban esencialmente el alambramiento de los campos como forma de definir los límites de la propiedad, la creación de un cuerpo de policía rural para combatir el abigeato y la delincuencia, y el mejoramiento del ganado a través de la introducción de nuevas razas y del mestizaje. Este programa sería más tarde puntualmente aplicado por los gobiernos militares.

			El motín del 10 de enero

			El movimiento principista tuvo como una de sus características más notables la difuminación temporal de las divisas tradicionales. Principistas blancos y colorados actuaban unidos en algunos temas, asociados contra los representantes clásicos de ambos partidos, definidos como blancos y colorados “netos” o, según la terminología de los propios principistas, “candomberos”, nucleados en torno a los caudillos. Por ello, algunos historiadores sostienen que la dicotomía política central de este período fue la de “caudillos” contra “doctores”.

			En aplicación de esta nueva alineación de fuerzas (que expresaba, como es lógico, la estratificación social del país; los principistas representaban a los universitarios y a las clases superiores, mientras los caudillos eran la vía de expresión de las clases populares), principistas blancos y colorados se unieron electoralmente para apoyar a José Pedro Varela como candidato a Alcalde Ordinario de Defensor de Menores —una dignidad menor, de ámbito municipal— en elecciones a realizarse el 10 de enero de 1875. Contra esta candidatura los “candomberos” presentaron dos listas, una colorada, encabezada por Francisco de Tezanos, y una blanca por Cristóbal Salvañach; pero en la práctica unieron sus fuerzas para combatir a los principistas.

			El clima de tensión que se vivía en el país queda perfectamente expresado en la importancia que adquirió una consulta electoral de escasa significación. La urna se colocó en el atrio de la Iglesia Matriz, y la ciudadanía habilitada concurrió a votar, al principio con normalidad. Como el sufragio era público, a eso del mediodía era evidente que la lista de los principistas obtendría la victoria. Los “netos” se habían agrupado en la Confitería del Ruso, sobre la calle Sarandí, más o menos donde más tarde se instalaría la sede del Club Uruguay; por su parte, los principistas habían situado su cuartel general en el Club Inglés, en Rincón e Ituzaingó. Cuando vieron que se encaminaban a una segura derrota, un sector de los “candomberos” encabezado por Isaac de Tezanos, Pedro Varela y Pancho Belén, decidieron detener el desarrollo del acto electoral e iniciaron un tiroteo que tenía, como probable objetivo, apoderarse de la urna. Los principistas corrieron entonces desde su sede hacia la puerta de la Matriz, y el doctor Francisco Lavandeira tomó la urna entre sus brazos con ánimo de protegerla; fue entonces alcanzado por una bala mortal. Dada la militancia blanca de Lavandeira, que había sido uno de los principales dirigentes civiles de la Revolución de las Lanzas, para los blancos esta muerte abrazado a una urna tiene un alto valor simbólico.

			El tiroteo fue terrible, y murieron numerosas personas de ambas partes, pero especialmente del sector principista. Hubo 13 muertos registrados —aunque murieron más ciudadanos anónimos— y unos 53 heridos de diversa gravedad. Cuando la balacera estaba en su apogeo irrumpieron en la plaza los regimientos 1º y 4º de Cazadores, encabezados por el coronel Lorenzo Latorre, y restablecieron el orden. Los colorados felicitaron al militar y el propio Gregorio Suárez se hizo presente y abrazó al que ya se perfilaba como nuevo “hombre fuerte”, pero la intervención militar fue celebrada por todos, ya que detuvo una absurda sangría. Mientras tanto, el gobierno daba una lamentable imagen de prescindencia, lo que selló la suerte de Ellauri. El país podía soportar tal vez una administración que no atendía sus necesidades materiales, pero no a una que no era capaz siquiera de mantener el orden. El 12 de enero Ellauri pretendió justificarse por medio de una declaración pública que no convenció a nadie. El 14 renunciaron tres ministros, y el 15 los principales jefes militares pidieron al presidente su renuncia y firmaron una declaración en la que explicaban las razones de su actitud. Era un golpe militar, el primero digno de ese nombre (o sea, fundado en el apoyo del Ejército) de la historia nacional.

			EL GOBIERNO DE PEDRO VARELA

			Los militares sublevados designaron a Pedro Varela como “gobernador provisorio”, mientras el presidente depuesto, que huyó por la azotea para no ser detenido, se refugiaba en el consulado del Brasil y luego en un barco de guerra brasileño que lo llevó a Buenos Aires, donde residiría varios años. El día 22 el Parlamento, depurado de legisladores hostiles al golpe, cohonestó la situación y designó a Varela presidente de la República por el resto de la legislatura de Ellauri.

			Quedaba claro para todos que la autoridad de Varela era un reflejo de la de Latorre, cuya primacía en el Ejército era indiscutible. Varela ya había ejercido interinamente la presidencia después de la dimisión de Flores, en 1868, pero era un operador político de segunda fila, dispuesto a hacerle los mandados a quien conviniese.

			La “barca Puig”

			La primera medida del nuevo gobierno, implantado sobre la autoridad del Ejército —primera vez en la historia del Uruguay— fue de corte claramente represivo: un destacado núcleo de principistas fue embarcado en un navío —la barca Puig— y deportado. Ellos eran Julio Herrera y Obes, Juan José de Herrera, Agustín de Vedia, José Pedro y Octavio Ramírez, Aureliano Rodríguez Larreta, Juan Ramón Gómez (hermano colorado del héroe de Paysandú), Osvaldo Rodríguez, Carlos Gurméndez, Anselmo Dupont y Cándido Robido. A ellos se sumaron tres de los hijos de Venancio Flores (Segundo, Fortunato y Eduardo) quienes, aunque no tenían relación directa con los principistas, eran mirados como enemigos del nuevo régimen. Los deportados, que viajaron con custodia militar (25 soldados) en un barco mercante, debían ser dejados en Cuba, pero el gobierno de esa colonia española se negó a autorizar el desembarco. La nave continuó entonces hacia Estados Unidos y dejó a los pasajeros en el puerto de Charleston, donde recobraron automáticamente la libertad. Ahí se dieron vuelta las tornas, pues José Pedro Ramírez cobró de inmediato un giro de 500 libras esterlinas y compró pasaje de regreso para todos. Los soldados de custodia, despreciados e ignorados por sus hasta entonces prisioneros y abandonados por el gobierno, quedaron en Charleston, librados a la caridad pública o sometidos a cárcel y trabajos forzados por vagancia. En agosto los deportados estaban de regreso en el Río de la Plata; la mayoría se instaló en Buenos Aires y se sumó al Comité de Guerra que se había constituido allí para combatir la dictadura.

			El Comité de Guerra, presidido por José María Muñoz, tenía como uno de sus principales animadores a Andrés Lamas, el hombre de los tratados de 1851. Pero, por sugerencia de Latorre, el presidente Pedro Varela le ofreció el Ministerio de Hacienda y Lamas, sin más trámite, se embarcó hacia Montevideo y asumió dicha cartera. Fue el último regate de su sinuosa trayectoria, y terminó con el escaso prestigio que le restaba; el propio Manuel Herrera y Obes, que había sido su amigo y correligionario en tiempos de la Defensa y de la Fusión, lo calificó de “traidor a todos los partidos”. El gobierno de Varela tuvo, además del ministerio de Lamas en Hacienda y Latorre en Guerra y Marina, el concurso del prestigioso jurista Tristán Narvaja, autor del Código Civil, como ministro de Gobierno y del historiador Francisco Bauzá como secretario de la Presidencia.

			El nuevo régimen decidió respetar el acuerdo de abril de 1872 y mantuvo las cuatro jefaturas políticas que correspondían a los blancos, por lo cual el caudillo Timoteo Aparicio se convirtió en defensor de la situación. Esta actitud, hasta cierto punto lógica —se respetaban sus conquistas revolucionarias— no sólo distanció al caudillo del elemento principista de los blancos sino que comprometió su sitial en la historia; son pocos los blancos que, hoy por hoy, se acuerdan de Aparicio cuando hablan de sus grandes figuras.

			La Revolución Tricolor

			En septiembre de 1875 se produjo la llamada Revolución Tricolor. Básicamente significó el intento de los principistas de derrocar al gobierno instalado el 15 de enero. Pese a su hostilidad a los caudillos, debieron valerse de ellos para constituir una fuerza armada. El movimiento fue liderado por dos caudillos blancos, Angel Muniz y Julio Arrúe, pero se trató de que no tuviera color partidario y se adoptó como enseña la bandera de Artigas; de ahí el nombre de “Tricolor”. En la parte organizativa habían actuado destacadas figuras de ambos partidos, como Manuel Herrera y Obes, José María Muñoz (colorados) y Juan José de Herrera (blanco).

			Sin embargo, los más prestigiosos caudillos se pronunciaron a favor del gobierno (Timoteo Aparicio, el principal de ellos), con lo que el movimiento tuvo graves carencias de hombres y de armas. Los revolucionarios lograron una victoria inicial en la batalla de Perseverano (7 de octubre), pero luego fueron derrotados en Guayabo (departamento de Paysandú; el oficial gubernista Dionisio Irigoyen hizo degollar 400 prisioneros), Carreta Quemada (el caudillo blanco Pampillón fue vencido por su antiguo jefe Timoteo Aparicio) y Palomeque (victoria de Latorre sobre Ángel Muniz). En estos lances tuvo destacada participación Máximo Santos, que se perfilaba como figura de prestigio propio, pese a estar fuertemente vinculado a Latorre. El Ejército empleó por vez primera el fusil Remington, lo que le dio gran superioridad técnica. Pero la razón principal del fracaso de la Revolución Tricolor residió en la indiferencia del grueso de la población ante aquellos “doctores”, a los que veían como algo ajeno y lejano a sus propias preocupaciones y a sus problemas.

			Luego de la victoria sobre la sublevación, Latorre, que había dirigido personalmente las últimas acciones, fue ascendido a general, pero rehusó aceptar esa promoción; arguyó, como justificación de su actitud, “la angustiosa y desesperante situación de nuestro erario, incapaz de soportar hoy un nuevo recargo” y también “la necesidad de dar una lección a esos militares y ciudadanos que sólo sirven a la República por los atractivos de las recompensas individuales”.

			La ley proteccionista de 1875

			El gobierno de Pedro Varela enfrentó con firmeza nacionalista las reclamaciones, realizadas en términos agrios, de algunos gobiernos extranjeros (Argentina, Brasil, España, Estados Unidos, etcétera) que protestaban por la decisión de pagar las deudas que el Estado mantenía con ellos por medio de billetes inconvertibles de “curso forzoso” y no con oro. La polémica entre “oristas” y “cursistas” estaba lejos de estar resuelta, y los comerciantes se pronunciaban abiertamente por el pago en oro o billetes convertibles. Acosado por la crisis económica y la alta deuda pública, el gobierno decidió conceder al Banco de Mauá el monopolio de la emisión de moneda, que sería, además, de curso forzoso.

			En ese complejo panorama se aprobó la ley proteccionista del 6 de agosto de 1875, cuyos efectos siguen siendo objeto de polémica. Establecía, básicamente, que algunos productos competitivos con la incipiente industria nacional que quisieran importarse deberían pagar un arancel del 10%, además de los impuestos tradicionales; entre ellos se contaban los artículos manufacturados de zinc y bronce, carruajes y vagones de tranvía, sillas de montar y otros arreos, sombreros, vinos y vinagres, manteca, muebles, etcétera. Las piedras preciosas, las máquinas de coser y las prensas de imprenta pagarían el 15% como única tasa; los productos de alfarería, baldosas, ladrillos, cigarrillos, calzado, ropa hecha, escobas y plumeros, fósforos, galletas y agua mineral, legumbres, papas y artículos de madera, mármol o hierro (que se suponía el país estaba produciendo o podía producir) pagarían un 20%. Las tarjetas, formularios de facturas, trabajos de tipografía y otros elementos del comercio pagarían un 90%. Se declaraba libre de impuestos la importación de libros y útiles de educación, alambre de cerco, arados y otros elementos favorables a la agricultura, las máquinas a vapor y “toda materia prima o sustancia únicamente propia para la fabricación e industria nacional”.

			El objetivo de la ley era claro: la protección del desarrollo de la incipiente industria. En general, el intento proteccionista del gobierno de Varela, impulsado por Andrés Lamas y el propio Latorre, ha sido considerado un hito en la consolidación del Estado y el inicio de una política intervencionista que culminaría en el batllismo y en el desarrollo industrial sustitutivo de importaciones que caracterizó al país en la primera parte del siglo XX. En los últimos tiempos, sin embargo, algunos economistas e historiadores de cuño liberal la han criticado acerbamente y la han considerado el punto de parálisis del intenso desarrollo que se había vivido desde 1830, y que se había traducido en una impresionante explosión demográfica que multiplicó por diez la población del país en 45 años. En particular el doctor Ramón Díaz ha señalado, manejando cifras, que a partir de esta ley y de la instauración de la política proteccionista se paralizó el crecimiento económico, se ralentizó el flujo inmigratorio y la economía del país comenzó a quedar postergada ante la Argentina, que por entonces seguía una política opuesta de apertura económica. El debate es histórico, pero está evidentemente teñido de posturas ideológicas.

			La caída de Varela

			El año 1875 fue recordado como el “año terrible” debido, entre otras cosas, a la gravísima crisis económica que azotaba por entonces al país. El comercio internacional estaba prácticamente paralizado por la negativa de los extranjeros a aceptar el curso forzoso, había escasez de artículos importantes y la inflación castigaba a los asalariados de forma creciente. En esta coyuntura, Latorre comprendió que el gobierno que él inspiraba marchaba hacia el fracaso; ya había discrepado con la concesión de privilegios al Banco de Mauá (que seguía emitiendo papel moneda sin respaldo) y sus diferencias con el presidente eran cada vez mayores. Varela, sobreestimando sus fuerzas, y luego de sustituir a Lamas y Tristán Narvaja, que renunciaron a sus respectivos ministerios, se metió en una conspiración para eliminar a Latorre, apoyándose en algunos militares que le eran adictos; pero el coronel se enteró rápidamente y se sabía respaldado por la gran mayoría de la institución militar. Preparó entonces cuidadosamente una escenografía en la que debería parecer que la masa del pueblo le pedía que asumiera el gobierno, y la llevó a cabo con éxito.

			El 28 de febrero los principales jefes y oficiales del Ejército firmaron un documento por el cual exigían “la elevación a Primer Magistrado de la República al citado coronel señor Lorenzo Latorre”. El documento recibió además el apoyo explícito de Timoteo Aparicio y del prestigioso coronel Eduardo Vázquez. El 6 de marzo el coronel Carlos Gaudencio, jefe de Policía de Montevideo y uno de los principales comprometidos en la conspiración de Varela, fue forzado a renunciar (al parecer Varela, jugando a dos puntas, advirtió a Latorre de que Gaudencio preparaba su asesinato; si creyó con eso ganar la simpatía del adusto coronel, se equivocó). Ese mismo día fueron desplazados del mando de sus respectivos regimientos varios miembros del mismo complot. El 10, el propio Varela, descubierto su juego, se asiló en el consulado de Francia, después de redactar una apurada carta de dimisión. De inmediato se concentró en la Plaza Matriz un amplio y selecto núcleo de ciudadanos —unas 5.000 personas—, encabezado por don Domingo Hordoñana, pidiendo la asunción del poder por parte de Latorre. Los principales de ellos mantuvieron una sesión en el edificio del Cabildo y a las tres de la tarde se dirigieron en comitiva hacia la residencia de Latorre, en las actuales calles Soriano y Convención, donde aclamaron al coronel y explicitaron su aspiración. Después de los consabidos reparos, Latorre aceptó y marchó hacia el Fuerte, residencia del gobierno, llevado en triunfo por sus partidarios. Allí juró como gobernador provisorio ante nadie, y prometió, en un discurso breve y conciso, hacer un gobierno, si no ilustrado, sí honesto. El Parlamento estaba de hecho anulado, y no volvería a reunirse hasta después de las elecciones de noviembre de 1878.

			LA DICTADURA DE LATORRE

			Latorre gobernó como dictador, con el título de gobernador provisorio, entre el 10 de marzo de 1876 y el 1º de marzo de 1879, cuando asumió como presidente de la República según las normas constitucionales. El 13 de marzo de 1880, sorpresivamente, presentó renuncia y se alejó definitivamente de la política y del país. En esos cuatro años de predominio político —que deberían extenderse a cinco si se tiene en cuenta el año de Varela— transformó poderosamente el país, hasta el punto de que no es exagerado afirmar que allí se generó el Uruguay moderno. Hubo un notable descaecimiento de las libertades públicas y el clima de terror propio de las peores dictaduras, y los asesinatos políticos abundaron, protegidos y a veces cometidos por el propio gobierno. Pero, paralelamente, se alambraron los campos, se creó la policía rural, se modernizó la legislación con la aprobación de varios códigos, se puso orden en las finanzas públicas y se realizó la reforma de la enseñanza primaria a cargo de José Pedro Varela. Estos aspectos ciertamente dicotómicos de su gobierno hacen de Latorre uno de los personajes más polémicos de la historia nacional; pero nadie, ni sus peores enemigos, niegan la importancia extraordinaria de su pasaje por la misma.

			Latorre había sido acusado de malversación de fondos en un momento de su vida, y el expediente de la denuncia desapareció, probablemente durante su gobierno. Pero lo cierto es que durante toda su actuación pública demostró una honestidad impecable y un gran desapego a la riqueza y los honores. Ya hemos señalado que se negó a ser ascendido a general, y murió con el grado de coronel; además, como primera medida al asumir el gobierno, resolvió bajar el sueldo que le correspondía. De adhesión política colorada, actuó en el gobierno al margen de toda influencia partidaria, cumpliendo así una de sus promesas anteriores. Era un hombre de maneras rudas, lo más opuesto que pueda concebirse a un intelectual, y practicaba un humor guarango y chabacano que tenía su arista de fina negrura (“Yo no concedo entrevistas a cadáveres”, respondió a un desdichado que iba a ser asesinado y le pedía desesperadamente una conversación para explicar su conducta). Tenía una veta innegable de crueldad, y apeló al asesinato político con frecuencia. Manifestaba un profundo desprecio por los políticos, y todo ello lo hizo odioso al elemento universitario e intelectual, que más tarde escribiría la historia.

			El gobierno de Latorre tuvo las siguientes características:

			1)	Fue de carácter militar. O sea que la base de su autoridad estuvo en el ejército y no en los partidos políticos o los caudillos. En ese sentido se justifica que haya inaugurado el período conocido como “militarismo”.

			2)	Por consiguiente, y pese al coloradismo del dictador, actuó con total equidistancia de los partidos, y buscó sus colaboradores al margen de sus posturas partidarias.

			3)	Fue un gobierno de gran rigor administrativo, ahorrativo y honesto, a lo que contribuyó decisivamente la austeridad del propio Latorre.

			4)	Aplicó un programa de gobierno en todo acorde con las aspiraciones de las clases propietarias, respetando la estratificación de la sociedad de su tiempo. El historiador Guillermo Vázquez Franco ha calificado al gobierno de Latorre, y al militarismo en general, como “brazo armado de la oligarquía”.

			5)	Su gobierno sentó las bases del Estado moderno y marcó el principio del fin del país pastoril de las décadas anteriores. Al alambrar los campos y hacer respetar la propiedad de la tierra y los ganados decretó la desaparición histórica del tipo gauchesco.

			6)	Siguió unas orientación definidamente laica y continuó en este plano la tarea hostil a la participación de la Iglesia Católica en la cosa pública que ya habían impulsado Pereira y Berro, entre otros.

			La obra de gobierno

			En los tres años de su dictadura, Latorre impulsó una transformación inédita en la historia del país, cuyas características generales ya se han señalado. Sus ministros provinieron indistintamente de ambos partidos tradicionales y mantuvo con el caudillo blanco Timoteo Aparicio relaciones armónicas. Esto, y la represión a veces brutal que empleó contra sus adversarios, le permitió gobernar con poderes prácticamente absolutos, que tradujo en su profunda actividad reformista.

			El alambramiento de los campos

			Asesorado directamente por la Asociación Rural, el gobierno de Latorre adoptó una serie de medidas relativas al campo cuya importancia no puede exagerarse. La principal de ellas fue, sin dudas, el alambramiento de los campos, que consolidó la propiedad y permitió la implantación definitiva de formas capitalistas en la explotación de la tierra.

			El campo alambrado sustituyó con gran ventaja a las viejas e imprecisas marcas que antaño habían señalado los límites de la propiedad rural: las zanjas y los cercos de piedra o de madera. Cabe señalar que la obra de alambramiento corrió a cargo de los propietarios privados y no fue una iniciativa estatal; pero, como ya se ha señalado, la ley proteccionista de 1875 liberaba de todo impuesto la importación de alambre, que pasó de 2.140.000 kilos importados en 1875, a los 19.642.000 en 1881. Este impulso no hubiera sido posible sin la creación de la policía rural, esta sí, producto de la acción del Estado.

			El alambramiento de los campos creó la estancia moderna, establecimiento capitalista de explotación de la riqueza agropecuaria, esencialmente distinta de la “estancia cimarrona”, suerte de fortín armado, de los años anteriores. Esta reforma fundamental se tradujo inmediatamente en un aumento vertical de la producción y el mejoramiento de los ganados. Se pasó de 5 millones de bovinos en 1875 a 8 millones en 1879, y 9 millones de ovejas pasaron a 15 en el mismo período. Hubo ocasión de mejorar también la calidad del ganado, importando nuevas razas.

			En 1877 se aprobó el Reglamento de Policías Rurales, que creó un cuerpo represivo directamente dirigido contra la delincuencia rural. Los propietarios quedaban habilitados, en ciertas condiciones, para contratar guardias privados. Se actuó muchas veces de manera brutal, ejecutando fríamente a quienes alteraban el orden en la campaña y aplicando la “ley de fugas”, en nombre de la cual se solía asesinar a los prisioneros con el pretexto de que habían intentado fugarse. A estas dos medidas básicas —el alambramiento y la policía— se sumaron la creación del Registro de Marcas y Señales (1877), la elaboración del Código Rural y la extensión de la red viaria y ferroviaria. Estas reformas alteraron de manera vigorosa la vida en el campo, como señalaban los productores de la época. “Antes de su gobierno —escribía el estanciero Artagaveytia, refiriéndose a Latorre— un hombre con 20 pesos no podía cruzar el Mansavillagra porque lo mataban las gavillas de matreros. No había paso seguro en todo el país. Gente sola no se animaba a pasar. Vino Latorre y al poco tiempo cualquiera podía transitar con el cinto lleno de oro. Teníamos ya, cuando menos, una garantía de vida, lo que no era poco.”

			Esta realidad tuvo una contrapartida que, en la euforia de la época, poca gente apreció, pero que ejercería una pesada influencia en los años inmediatos: los gauchos trashumantes que todavía quedaban, los poseedores de tierra sin títulos e incluso muchos pequeños propietarios se vieron forzados a una adaptación violenta a nuevas condiciones de vida. La campaña se convirtió en un medio hostil para quienes no eran propietarios, y los desplazados se vieron ante una disyuntiva: o hacerse peones en las estancias modernas, o sobrevivir como se pudiera desafiando al Estado. Fue el germen de los grandes “matreros” de las décadas siguientes, de los cuales Martín Aquino o Prudencio Correa fueron ejemplos paradigmáticos. Pero más importante fue la masa de gente desocupada y marginada que la nueva realidad generó, carente de esperanza y de posibilidades. De ellos surgió la fuerza del máximo caudillo rural de la historia del país, Aparicio Saravia, que reunió sus mesnadas a partir de esta población que no encontraba lugar en el Uruguay propietarista y que explicitaban su vaga aspiración de “aire libre y carne gorda”.

			Las reformas

			En los tres años de su dictadura, Latorre aprobó una serie de reformas que alcanzaron todos los aspectos de la realidad nacional. Sólo cabe aquí señalar los aspectos más importantes.

			Creación del Registro de Estado Civil, que ponía en manos del Estado el control de nacimientos, matrimonios y defunciones, hasta ese momento a cargo de la Iglesia Católica. Fue un paso decisivo en la secularización del país.

			Código de Procedimiento Civil, que estableció las normas procesales de derecho. Fue obra del doctor Joaquín Requena.

			Código de Instrucción Criminal. Obra del doctor Laudelino Vázquez.

			Código Rural. Reglamentaba toda la actividad rural desde el punto de vista legal (títulos, marcas, certificados, medianías, cerramientos, etcétera). Producto del trabajo de investigación de varios miembros de la Asociación Rural, fue redactado por el doctor Joaquín Requena. Se aprobó en 1875 y se modificó en 1879, estableciendo la prisión obligatoria para los responsables de abigeato, que hasta entonces podían librarse con una multa.

			Instauración del Obispado de Montevideo. Aprobado por el Papa en 1878, significó la independencia de la Iglesia uruguaya, hasta entonces subordinada a la de Buenos Aires. El primer obispo de la Iglesia nacional fue el hasta entonces vicario de Montevideo, monseñor Jacinto Vera. Se crearon los tribunales eclesiásticos, encargados de resolver los conflictos internos de la institución.

			Concesión de los ferrocarriles a capitales ingleses y extensión de las vías férreas. El gobierno de Latorre firmó con capitalistas ingleses un convenio por el que se creaba la empresa The Central Uruguay Railway Ltda., a la que se concedieron ventajas y exenciones impositivas. Por esta vía, que un sector de la historiografía nacional ha considerado contradictoria con el nacionalismo expresado por el mismo gobierno en otras áreas, se logró una considerable extensión de las líneas férreas, que alcanzaron los 300 kilómetros. (16)

			Creación de los juzgados letrados departamentales.

			Creación de la Administración Nacional de Correos, organismo estatal de difusión y entrega de la correspondencia.

			Creación de la Facultad de Medicina, que comenzó a funcionar en 1876. Se reformó también el programa de estudios de la Facultad de Derecho.

			Creación de la Escuela de Artes y Oficios. Concebida como centro de enseñanza industrial, fue también un centro de acogida y rehabilitación de menores delincuentes, lo que le dio mala fama.

			A esta fundamental obra reformista deben sumarse realizaciones prácticas de gran importancia, que transformaron la fisonomía de Montevideo y de todo el país. La implantación de los tranvías tirados por caballos, la apertura de una vía de circunvalación de la capital que se llamaría más tarde Boulevard Artigas, la demolición del Mercado de la Ciudadela y la subsiguiente ampliación de la plaza Independencia, la demolición del Fuerte, hasta entonces sede del gobierno, y la apertura de la plaza Zabala en el antiguo emplazamiento de aquél, la construcción del Palacio Estévez como nueva casa de gobierno, la consolidación de la industria frigorífica, la construcción del Hospital Vilardebó y la creación de nuevos mercados: el del Puerto y el Modelo.

			La reforma de la enseñanza

			Hacía ya mucho tiempo que la intelectualidad del país coincidía en que era necesaria una profunda reforma en el sistema de enseñanza, capaz de preparar a las clases populares para el impulso de desarrollo al cual se aspiraba. La fundación de la Sociedad de Amigos de la Educación Popular había constituido una iniciativa muy influyente en este sentido. Sin embargo, sería el iletrado y antiintelectual Lorenzo Latorre el responsable de plasmar dicha reforma. Para que ello fuera posible, y tuviera éxito, fue necesario además que el coronel procediera con notable amplitud de miras: encargó la reforma a un enemigo político, a un principista definido como José Pedro Varela. Esta circunstancia fue decisiva para asegurar el éxito de la empresa.

			En 1877 Varela consiguió que se emitiera el decreto ley de educación común, que establecía legalmente las bases de la reforma. Ésta se basó en tres grandes principios:

			a)	Laicidad. De acuerdo a los conceptos predominantes en el pensamiento liberal, la educación fue concebida como una actividad laica dentro del Estado laico. Ello no significaba una negativa a la enseñanza de la religión, sino la prescindencia de un credo religioso concreto. De hecho, Varela estableció que la enseñanza religiosa podía dictarse en la propia escuela, con asistencia voluntaria y fuera del horario lectivo. En este sentido, la reforma entra abiertamente en la política secularizadora que el país seguía prácticamente desde su independencia.

			b)	Gratuidad. Por razones de sensibilidad social, por sentido democrático y, más concretamente, por la necesidad de elevar los niveles educativos de la población con vistas a un desarrollo industrial, la enseñanza primaria se estableció con carácter gratuito. No sólo porque no se cobraba nada a los estudiantes, sino porque se les proveía de libros y del material de estudio necesario. La enseñanza estaba concebida como un derecho esencial de la población, un servicio que el Estado debería proveer y poner al alcance de todos. El lema de Varela era: “La educación para todas las clases sociales”.

			c)	Obligatoriedad. La enseñanza primaria no sólo es un derecho de todo ciudadano, sino también una obligación. La medida era imprescindible en una realidad social y cultural en la que la enorme mayoría de los padres de familia no sentían necesidad alguna de que sus hijos estudiaran. El Estado se erige entonces en custodio de los derechos del niño incluso por encima de la voluntad de sus progenitores.

			La reforma vareliana no se limitó a crear el marco legal sobre la base de los principios señalados; se expresó en una serie de realizaciones prácticas sin las cuales todo hubiera quedado en el plano de los buenos propósitos. Se crearon escuelas, se mejoraron los locales existentes, se incrementó y regularizó el pago a los maestros, se compraron útiles y textos y se creó un cuerpo de inspectores con el objetivo de controlar la aplicación de los principios establecidos. Estos últimos deberían, además, “mantener vivo en el pueblo y en las comisiones escolares el celo por la educación”. En cada departamento funcionaba una Comisión Departamental de Instrucción Pública encargada de controlar la marcha de la reforma. El Reglamento General para las Escuelas, de 1877, establecía el carácter mixto de la enseñanza primaria, determinaba los sistemas de evaluación y promoción y prohibía severamente toda forma de castigo físico. Se definieron las asignaturas, se modificaron los programas y se incorporaron actividades tales como corte y manejo de máquina de coser para las niñas.

			Los resultados del empeño reformista fueron inmediatos y espectaculares: 17.000 alumnos inscriptos en 1877 pasaron a 19.000 en 1879, casi todos los nuevos provenientes del interior. En 1877 funcionaban en el país 208 escuelas, que habían pasado a 259 en 1878; 55 de estas escuelas nuevas se instalaron en el medio rural. En 1885, sólo 8 años después del inicio del proceso, había en el país 354 escuelas públicas a las que concurrían 30.302 alumnos. Si se agregan los 20.289 alumnos de las 429 escuelas privadas que funcionaban entonces, y que estaban reglamentadas en su funcionamiento por las autoridades públicas, se llega al número de 50.591 niños escolarizados, uno cada diez habitantes. La fisonomía educativa del país había cambiado de manera sustancial.

			La reforma vareliana fue decisiva para la apertura de un nuevo tiempo en la República Oriental. Generó una niñez educada de manera homogénea, lo que sirvió para superar las distancias existentes entre niños provenientes de familias inmigrantes del origen más diverso. El guardapolvo y la moña sirvieron para difuminar las diferencias de clases y generaron una solidaridad entre los alumnos que mitigaba la estratificación social. El laicismo hizo que niños provenientes de realidades culturales y religiosas distintas se sintieran cómodos en la escuela, y la gratuidad permitió que la educación reforzara su importancia como vehículo de ascenso social. Por otra parte, la preocupación por la racionalidad —había que enseñar a pensar más que a memorizar— contribuyó decisivamente a elevar todos los niveles de la vida nacional, incluida la política. No es exagerado afirmar que sin la reforma vareliana hubiera sido impensable el país mesocrático y equilibrado que lograría más tarde generarse en la época batllista.

			Empero, la reforma de Varela no está más allá de la crítica. Se le ha objetado que, a causa de su preocupación por igualar, permitió que se perdieran los elementos culturales propios de las comunidades inmigrantes, que hubieran enriquecido la cultura nacional. El laicismo terminó por ser interpretado como la erradicación total de la enseñanza religiosa de las escuelas públicas, lo que empobreció, a juicio de muchos, la comprensión del mundo de los niños. Éstas y otras críticas no alcanzan a opacar las virtudes del esfuerzo reformista, que —repetimos— alteró decisivamente, y en sentido claramente progresista, la fisonomía cultural y social del país.

			La política económica

			La dictadura de Latorre siguió, como ya se ha visto, una política proteccionista cuyos efectos son polémicos. Se apoyó, por esta vía, el desarrollo de la industria, al impulso de la Liga Industrial creada en 1879. No se obtuvieron resultados espectaculares, pero se establecieron algunas empresas y se generó un proletariado que comenzó a organizarse sindicalmente en ese mismo tiempo.

			El manejo de las finanzas públicas fue escrupuloso y sensato, y en todos los años de gobierno de Latorre hubo superávit. En materia financiera, se estableció el oro como patrón único de respaldo de la moneda, se eliminaron las monedas de plata y se establecieron las paridades de la moneda nacional con las extranjeras. El Estado se hizo cargo de todos los billetes emitidos por el Banco Mauá, que fue compensado con letras de cambio. Se quemaron los billetes inconvertibles emitidos por el citado banco por encima de las reglas, y la crisis financiera tocó a su fin. La deuda externa fue pagada en su totalidad. La inversión extranjera fue alentada y la economía nacional se ajustó más a las necesidades de Gran Bretaña, rectora por entonces del desarrollo económico mundial.

			El país que dejó Latorre al alejarse de la vida política se parecía muy poco al de 1875: la producción rural aumentaba de manera exponencial, la inseguridad había sido prácticamente erradicada, la deuda pública estaba bajo control, la balanza comercial era favorable, la educación se difundía con rapidez y la prosperidad había regresado. Como contrapartida a estos cambios, a los que habría que agregar la intensa vida intelectual que por entonces animaba a la sociedad montevideana, existía un notable desprecio por las libertades públicas y los derechos individuales; personalidades como Eduardo Bertrand, Lucas Bergara, Felipe Fresnedoso (los tres estrechamente vinculados a Gregorio Suárez), Hipólito Coronado, el blanco Carlos Soto, Bernabé Ledesma y otros fueron asesinados durante la dictadura, amén de los ciudadanos más o menos anónimos que caían en desgracia y “desaparecían” después de haber sido sacados “a pasear”, muchas veces con la participación del propio coronel. El otrora prestigioso Goyo Suárez fue totalmente marginado por Latorre, y, como se ha visto, sus principales colaboradores fueron eliminados. El viejo general quedó reducido a su domicilio, lleno de odio y mascullando venganzas; pero falleció sorpresivamente el 7 de septiembre de 1879. Se corrió el rumor de un envenenamiento ordenado por el propio coronel.

			LA PRESIDENCIA CONSTITUCIONAL DE LATORRE

			En noviembre de 1878 se celebraron elecciones legislativas, con abstención de los principistas. El 15 de febrero de 1879 se instalaron las nuevas Cámaras, y eligieron presidente constitucional, por unanimidad, a Lorenzo Latorre para el período 1879-1883.

			En agosto el presidente elevó al Parlamento un ambicioso proyecto de reformas económicas que incluía la fundación de un banco del Estado y un plan de colonización de tierras públicas. Las Cámaras iniciaron, a ritmo parsimonioso, el análisis del mismo, mientras el presidente daba señales cada vez más claras de impaciencia y nerviosismo. Por fin, en enero de 1880 pidió licencia por enfermedad, y el 13 de marzo presentó renuncia. Su mensaje contenía una frase que se ha hecho histórica:

			“En mi desaliento, he llegado a pensar que los orientales son ingobernables”.

			Esto lo decía el hombre que había regido los destinos del país durante cinco años y había generado la mayor transformación de su historia. El 15 de ese mes y año el Parlamento aceptó la dimisión y nombró para terminar el período al doctor Francisco Antonino Vidal.

			Las causas de la renuncia de Latorre nunca quedaron claras; se ha especulado con su incapacidad de gobernar sometido a las normas constitucionales y con la conciencia de que había hecho todo lo que se proponía hacer. Lo cierto es que a partir de ese momento el coronel desapareció de la escena política, y sus intentos de regresar fueron drásticamente anulados por muchos de los que hasta el momento de su caída habían sido sus colaboradores directos. No cabe duda de que también influyó en su abrupta decisión el crecimiento de la figura de Máximo Santos, formado a su sombra pero ya predominante en filas militares.

			EL INTERINATO DE VIDAL

			Pronto se hizo evidente que, pese a que las formas constitucionales se mantuvieron, el gobierno de Vidal era un poco lo que había sido el de Varela para Latorre: una máscara para el predominio del nuevo “hombre fuerte”, Máximo Santos. El clima político, sin embargo, cambió sustancialmente. Se inauguró una febril actividad intelectual centrada en gran parte en el Ateneo de Montevideo (fundado en tiempos de Latorre) y los partidos políticos iniciaron una intensa labor de organización interna. El gobierno pareció favorecer esta renacida libertad al aprobar una amnistía y explicitar su propósito de someterse a la vigencia absoluta de la ley.

			Sin embargo, pronto se pudo apreciar que esas intenciones no eran sinceras. La presencia militar siguió siendo gravitante y la influencia de Santos, ministro de Guerra y Marina, pesaba más que cualquier garantía legal. (17) Hubo incluso algunas desapariciones, como las de Sánchez Caballero en Tacuarembó o la de Silvero Sarracina en Durazno. Después de asegurarse el respaldo de Timoteo Aparicio, Santos decidió desplazar a Vidal y asumir directamente el Poder Ejecutivo. Pero, a diferencia de Latorre, quería evitar a toda costa una interrupción del orden constitucional. Pudo lograr ese propósito por la obsecuencia de Vidal, con la que contó ampliamente durante toda su trayectoria pública.

			El 28 de febrero de 1882 el presidente presentó renuncia, cuando aún le quedaba un año de mandato constitucional, y el 15 de marzo las Cámaras eligieron para el período 1882-1886 a Máximo Santos. Estas Cámaras no eran tan obsecuentes ni faltas de libertad como el amplio apoyo dado a Santos parece señalar; lo cierto es que desde sectores muy opuestos se coincidía en ver al nuevo jerarca militar como el hombre que podía restablecer las decaídas instituciones. Los colorados “netos” lo consideraban uno de los suyos; los católicos confiaban en revertir, o al menos congelar, el proceso de laicización impulsado por Latorre, y los masones, muy influyentes entonces, confiaban en poder controlarlo.

			LAS PRESIDENCIAS DE MÁXIMO SANTOS

			En términos generales, la presidencia de Santos, formalmente constitucional pero volcado hacia formas autoritarias, continuó las líneas de su antecesor. También basó su poder en el Ejército, pese a su notoria adhesión partidista al coloradismo, y respetó todas las reformas de Latorre, muchas de las cuales extendió y consolidó. Sin embargo, no es posible concebir dos personalidades más opuestas. Lo que tenía Latorre de austero lo tenía Santos de sibarita y derrochador. Si Latorre carecía de ambición personal, Santos la tenía en abundancia. Si el coronel fue rígidamente honesto, su sucesor carecía de esa virtud. Si aquél no aceptó ser ascendido a general, Santos hizo crear para sí un grado especial, el de teniente general. Si el coronel detestaba los fastos y entorchados, Santos creó la banda presidencial (idea de su colaborador Tulio Freire) y gustaba de lucir brillantes uniformes y condecoraciones, hasta el punto de parecer una suerte de sosías de Napoleón III. Por último, y a favor de este último, Latorre fue extremadamente cruel y despreciativo ante los derechos de los individuos; Santos, en cambio, se mostró con frecuencia magnánimo y trató por todos los medios de conciliar su ambición con el respeto, al menos formal, de la legalidad vigente.

			Obra de gobierno

			Santos mantuvo el Parlamento y se las ingenió para que éste resultara fiel a su voluntad omnímoda. Designó un gabinete integrado por destacadas personalidades: José Ladislao Terra en Hacienda y el doctor Juan José Castro, Gran Maestre de la masonería nacional, en Gobierno. Contó también con la colaboración de Juan Lindolfo Cuestas (18), Alfredo Vásquez Acevedo y Máximo Tajes, que ocuparon diversos cargos de importancia. La mera designación de estos ciudadanos hablaba a las claras de su intención de continuar por el camino secularizador, lo que le hizo perder rápidamente el apoyo del catolicismo.

			De su obra de gobierno se destacan las siguientes medidas:

			Promulgación del Código Militar.

			Promulgación del Código de Minería.

			Ley de matrimonio civil obligatorio. Esto quitaba a la Iglesia el derecho de constituir familias legalmente válidas.

			Ley de Conventos. Sometió la organización interna de estas casas religiosas al control del Estado, que podría autorizar o no la apertura de nuevos conventos.

			Creación de nuevos departamentos. Durante el período de su predominio se crearon los departamentos de Artigas, Treinta y Tres, Rivera (los tres en 1884) y Flores (1885). Los departamentos aumentaron, pero no así los que correspondían a los blancos según la paz de abril de 1872, lo que distanció aún más a Santos de este partido, en particular luego de la muerte de Timoteo Aparicio, acontecida en septiembre de 1882.

			Devolución al Paraguay de los trofeos obtenidos en la Guerra de la Triple Alianza. Este gesto de nobleza nacionalista se vio opacado por los rumores de corrupción, nunca confirmados, que corrieron al respecto; se comentaba que el gobierno de Paraguay había premiado a Santos con tierras en ese país.

			Culto a Artigas y otros héroes. Durante su gobierno José Artigas fue proclamado héroe nacional y se ordenó la erección de un monumento en su memoria. Por otra parte, se reivindicó a los héroes de la independencia, por sobre la óptica de los partidos, y se homenajeó, entre otros, a los héroes de Paysandú. (19)

			Fundación de la Escuela Militar.

			Establecimiento de la Facultad de Matemáticas.

			La reforma educativa

			Santos continuó la tarea de extensión de la enseñanza iniciada por Latorre y el sucesor de José Pedro Varela, su hermano Jacobo. Pero extendió la reforma a la Universidad a través de Alfredo Vásquez Acevedo, destacado intelectual de opinión blanca, que fue rector de la universidad e impulsó una importante reforma. Se creó la enseñanza secundaria como sección universitaria separada, y se impulsó la autonomía, aunque el gobierno, por ley de 1885, se reservó el derecho a designar al rector a partir de una terna de candidatos propuesta por los licenciados y doctores. Se creó el Consejo de Instrucción Pública, con autoridad para redactar programas de estudio y escoger métodos de enseñanza. Podía proponer el nombramiento y la destitución de catedráticos, pero sólo el Poder Ejecutivo tenía la potestad de confirmarlos o no, con la venia del Senado.

			La economía

			Durante este período se prolongó el proteccionismo moderado del anterior, pero la gestión se caracterizó por el despilfarro y los constantes déficit. Ello se debió, sin duda, a la corrupción, que salpicó al propio presidente, pero también fue una consecuencia de la expansión que en ese momento se vivía y de la avidez por invertir en nuevas actividades y enriquecerse por parte de los empresarios. Durante esta administración el país vivió un interesante impulso industrial; se estableció una empresa de salazón de pescado (Alfredo Trianón, en Maldonado), se desarrolló la industria vitivinícola y Juan José Arteaga comenzó a plantar tabaco. La riqueza naranjal de Salto comenzó en esta época, cuando Francisco Ugarteche plantó cien naranjos traídos del Brasil. Se extendieron las vías férreas, que pasaron al norte del Río Negro y alcanzaron los 517 kilómetros de red. La exportación de tasajo siguió en caída, pero aumentó la de carne congelada. Se tomaron medidas de protección de los cultivos, entonces en plena expansión.

			La actividad intelectual y política

			Es notable que fuera durante este gobierno, considerado en general una dictadura apenas disimulada, que el país viviera una actividad intelectual que reconoce escaso parangón en su historia. La creación del Ateneo de Montevideo había tenido un notable efecto en el impulso al debate de ideas, y el Uruguay entero, pero en especial Montevideo, vivió un período fermental. En los ambientes intelectuales se desarrollaban apasionadas polémicas entre liberales y clericales, racionalistas y románticos, jesuitas y masones, y había una amplia información sobre las más modernas tendencias intelectuales y artísticas europeas. Una corriente de revisión histórica, que tenía a Carlos María Ramírez y a Francisco Bauzá como principales exponentes, reivindicaba a Artigas a través de notables trabajos de investigación, y mantenían agrios debates con quienes, como Francisco Berra, se apegaban a las viejas versiones de la historiografía liberal.

			Desde el punto de vista político, los partidos se reorganizaban y se expresaban a través de sus respectivos periódicos. El Partido Colorado se constituyó como tal, con sus estatutos, sus órganos de gobierno y sus reglas de funcionamiento. El Partido Blanco, por su parte, se transformó en Partido Nacional a partir del Club Nacional, constituido por Agustín de Vedia en 1872. La expresión “Nacional” no era aquí sinónimo de nacionalismo, sino de carácter supra partidario, en una idea que no había roto totalmente con el fusionismo (“El Club Nacional admite en su seno a todos los ciudadanos, cualesquiera hayan sido anteriormente sus posiciones políticas”, rezaba el manifiesto publicado por La Democracia el 7 de julio de 1872). En la práctica, y dado que los ciudadanos colorados permanecieron en su partido, el Club Nacional quedó como una agrupación netamente blanca. El 27 de marzo de 1887 —ya bajo la presidencia de Máximo Tajes— una asamblea de 6.000 concurrentes, afiliados al Club Nacional, transformaron a éste en el Partido Nacional. Problemas internos, que sembrarían toda la trayectoria histórica del partido, hicieron que se produjera una escisión y se eligieron dos directorios enfrentados, uno presidido por Juan José de Herrera y otro por Julio Carlos Pereira. La reorganización de los partidos consiguió nuclear tanto a los principistas de uno y otro sector como a los “netos” o “candomberos”, y la vieja dicotomía blancos-colorados, apagada en los años anteriores, refloreció con notable fuerza. Los partidos “de ideas” que por entonces también se constituyeron —el Partido Católico, más tarde Unión Cívica, nucleado alrededor de Francisco Bauzá y Juan Zorrilla de San Martín; el Partido Constitucional, el Partido Radical— tuvieron escaso peso, aunque su influencia intelectual no debe minimizarse. Estos dos últimos desaparecieron muy pronto, y sus principales figuras se integraron a los partidos tradicionales.

			Por aquellos años comenzó a destacarse la figura de José Batlle y Ordóñez (20) (hijo de Lorenzo Batlle), un principista muy particular, que fundó su propio diario (El Día, junto a Juan Campisteguy (21)) y desarrolló una campaña extraordinariamente violenta contra el gobierno, al que acusaba abiertamente de tiranía y corrupción. Leyendo los terribles artículos que el joven Batlle escribía contra Santos resulta difícil concebir que hayan podido publicarse en un período de autoritarismo y eclipse de las libertades públicas.

			La “coloradización” del Estado

			En el extremo opuesto a Latorre, Santos asumió su condición de colorado y llenó con elementos de ese partido la administración pública. Reivindicó a las grandes figuras históricas del Partido Colorado, celebró con pompa los 20 años de la “Cruzada” florista y decretó honores especiales a los “mártires de Quinteros” (aunque también, como ya se ha dicho, honró a los defensores de Paysandú). Depuró la jefatura del Ejército de elementos no colorados y proveyó los cargos públicos con gente de esa extracción. En octubre de 1884 se autodesignó jefe del Partido Colorado, lo que no fue aceptado, desde luego, por el elemento principista de esa colectividad.

			La “coloradización” del Estado marcaría de manera indeleble los tiempos posteriores; si bien con otro estilo, Julio Herrera y Obes, gran adversario del militarismo, continuaría la misma política exclusivista. Paulatinamente marginados de su influencia, los blancos se vieron impulsados más tarde a retomar el camino de las armas.

			La reelección

			Fue aquel un tiempo de expansión económica y fácil enriquecimiento, lo que permitió que la mayoría del cuerpo social tolerase los actos de corrupción y el autoritarismo del presidente. Éste era un hombre elegante, de cierto refinamiento intelectual (Reyes Abadie y Vázquez Romero hablan de su “innegable señorío”), pese a lo cual siempre fue mirado con desprecio por la opinión universitaria, que lo consideraba un patán del mismo estilo que Latorre. Cuando se hizo evidente que preparaba una maniobra para prolongar su mandato, sus adversarios comenzaron a preparar un movimiento armado para impedirlo.

			El presidente, sin embargo, no tenía la menor intención de dar un golpe al estilo de Latorre. Bien asesorado, pergeñó una compleja maniobra que señala claramente la fuerza que el ideal constitucionalista seguía teniendo en el país. En marzo de 1885 se aprobó una ley que exceptuaba a brigadieres y generales de la prohibición de ser electos legisladores que afectaba a los “empleados civiles y militares dependientes del Poder Ejecutivo”; esto dejaba a Santos, militar en actividad, en condiciones de ser parlamentario. El 30 de diciembre de 1885 se creó el departamento de Flores, con territorios que hasta ese momento pertenecían a San José. El 10 de enero de 1886 se celebraron elecciones de representantes en el nuevo departamento, y Santos fue electo senador. El 1º de marzo de ese mismo año, al terminar su período constitucional, entregó respetuosamente el mando al Parlamento. Fue electo presidente el doctor Francisco A. Vidal, que asumía así la presidencia por segunda vez.

			La Revolución del Quebracho

			La compleja maniobra política fue interrumpida por la llamada Revolución del Quebracho, iniciada el 29 de marzo de 1886. El movimiento se había preparado en Buenos Aires por un comité revolucionario que integraban figuras tan prestigiosas como el general Lorenzo Batlle, Juan José de Herrera y Gonzalo Ramírez. Reivindicaba la vuelta a las garantías constitucionales y se planteaba como una iniciativa nacional, situada por encima de los partidos. La fuerza armada, que se preparó en la Argentina para disgusto del presidente Julio Argentino Roca, estaba al mando de dos caudillos de partidos opuestos: Enrique Castro, colorado, y José María Arredondo, blanco. La flor y nata del elemento principista actuaba en él, como dirigentes o como soldados; entre ellos se contaba José Batlle y Ordóñez.

			El 31 de marzo se produjo el único y decisivo combate, en las Puntas de Soto, cerca de la desembocadura del arroyo Quebracho. Esta batalla, que dio nombre al movimiento, fue una fácil victoria de las fuerzas del gobierno, encabezadas por el general Máximo Tajes. A los revolucionarios les faltaban tanta organización y armas adecuadas como les sobraba coraje, y fueron fácilmente diezmados. Tajes, siguiendo órdenes expresas de Santos, ordenó el más estricto respeto de los prisioneros (“¡Pena la vida el que atente contra un prisionero!”, gritó en plena batalla). Santos le había escrito, poco antes del combate: “En esa juventud hay grandes esperanzas para la Patria. Venzámosla, sí, pero vencida, salvémosla, que la sangre de los orientales es demasiado preciosa como para que sea vertida por sus hermanos”.
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